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El Derecho tiene como una de sus pretensiones resolver conflictos de manera no violenta. 
Para colaborar con el cumplimiento de dicho cometido las sociedades se han valido del 
Derecho de Policía, que tiene como uno de sus objetivos garantizar la seguridad ciudadana. 
Dentro los instrumentos que utiliza el Derecho Policivo para lograr el anterior propósito se 
ha creado la figura de las sanciones administrativas. Estás buscan imponer una sanción para 
aquellos ciudadanos que vulneren ciertas normas administrativas, queriendo corregir los 
comportamientos de los ciudadanos, de tal forma que los ciudadanos convivan seguros. Lo 
que ha ocurrido es que no se aplican, en muchos casos, dichas sanciones administrativas, 
por parte de sus operadores. Por lo mismo los objetivos del derecho policivo se han visto 
más difíciles de cumplir y por lo tanto también el objetivo de la ciencia del derecho.  
En ese orden de ideas el problema de investigación que se busca resolver en este trabajo es 
¿la dosimetría de las sanciones establecidas en la Ley 810 de 2003 impide a sus operadores 
la eficacia jurídica en su aplicación? La hipótesis que se postula en este trabajo es que la 
existencia del mínimo de la sanción, aunado a lo oneroso del mínimo de la multa, 
contribuye a que las entidades territoriales, no las apliquen, especialmente a personas de 
escasos recursos.  
Para resolver dicha pregunta se tiene como objetivos específicos los siguientes: i) 
Establecer la relación entre el derecho policivo y las sanciones urbanísticas. ii) Establecer la 
importancia de las sanciones urbanísticas en el contexto de la planeación urbana. iii) 
Analizar la estructura de la aplicación de las sanciones administrativas.   
En este trabajo se propondrá una forma para corregir la inaplicación de esas sanciones 
administrativas. Para evitar mayores problemas en la convivencia ciudadana se propondrá 
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una modificación pequeña a la Ley 810 de 2003 y así que las sanciones inmersas en esta 
sean eficaces.  
El trabajo analizará la eficacia de las sanciones establecidas en la Ley 810 de 2003 y 
propondrá, de acuerdo a ese diagnóstico, la eliminación del mínimo de la sanción. Ya la 
existencia del mínimo de la sanción contribuye a que las entidades territoriales, no las 
apliquen. De esta forma habrá una aplicación más efectiva de las mismas.  
Se tendrá en cuenta, en la investigación, que la finalidad de este tipo de sanciones tiene 
como objetivo garantizar el buen uso del suelo, la seguridad de las construcciones, en suma, 
la planeación del suelo del territorio. En otras palabras, las sanciones de la Ley 810 de 2003 
tiene como finalidad garantizar la seguridad y la protección a terceros. Las entidades 
territoriales, al garantizar la estabilidad de las construcciones buscan salvaguardar la 
seguridad de los residentes de las mismas y para ello tienen que buscar los instrumentos 
más eficaces y así contribuir a vivir en sociedad. Cualquier forma que nos acerque a dicho 
objetivo debe ser utilizada. Es claro que esto también sirve para asegurar “el ejercicio de los 
derechos y libertades públicas y asegurar que los habitantes de Colombia convivan en 
paz.”1  
Se busca mejorar las actuales sanciones administrativas ya que algunas de las actuales no se 
aplican, y la aplicación de una parte de las mismas, son injustas. En este trabajo se hará un 
análisis desde el lado de la eficacia de las mismas. Teniendo en cuenta este criterio se 
puede mejorar sustancialmente las sanciones administrativas.   
De manera más concreta se puede decir que las Administraciones Municipales han tenido 
inconvenientes para efectos de aplicar las multas inmersas en la Ley 810 de 2003. Esta 
última se encarga de sancionar a las personas que realizan construcciones sin la respectiva 
licencia urbanística o con esta última, pero sin seguir sus lineamientos.  
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En Colombia los propietarios o poseedores de predios que quieran realizar construcciones 
sobre sus predios deben solicitar licencias urbanísticas a las curadurías o entidades 
territoriales. En el evento que no soliciten dichos permisos o que los contravengan serán 
objeto de sanciones por parte de las Alcaldías Municipales.  
La aplicación de dichas sanciones por parte del operador competente no ha sido efectiva y 
en muchos casos es injusta. Las multas inmersas en la mencionada norma son excesivas, 
para ciertos infractores. Razón por la cual los alcaldes evitan aplicarlas.  
El presente escrito, en atención a la idea señalada en el párrafo inmediatamente anterior, 
defiende la idea que para hacer más operativa la norma, que nos ocupa, hay que colocar un 
límite aún menor, para efectos de la dosimetría de la sanción impuesta, para ciertos 
infractores.  
En relación a la metodología hay que decir que esta investigación es lo que se conoce como 
investigación aplicada “que relaciona el derecho (…) con fenómenos sociales (…) y puede 
denominarse socio jurídica.
2” En ese orden de ideas se analiza el derecho en la práctica 
social. Se examinara la Ley 810 de 2003 en su aplicación a los habitantes de Facatativá. Al 
grupo social que es competencia de una Inspección de Policía en Facatativá, en forma 
coordinada con la Secretaria de Urbanismo y Ordenamiento Territorial de Facatativá
3
. Este 
ente territorial cuenta con 5 Inspecciones de Policía, una dedicada a asuntos ambientales, 
temas propios de la Ley 99 de 1993. Otra dedicada a asuntos por infracciones urbanísticas, 
temas propios de la Ley 810 de 2003. Y las otras tres a temas comunes de las Inspecciones 
de Policía. La investigación se centra en los procesos que adelanta la Secretaria de 
Urbanismo y Ordenamiento Territorial en coordinación con la Inspección Quinta de 
Policía, en atención a que es ella quien practica las pruebas y la Secretaria mencionada 
                                                          
2
 VANEGAS TORRES, Gustavo, et al. Guía para la elaboración de proyectos de investigación en Derecho, 
Centro de investigaciones socio-jurídicas de la Facultad de Derecho de la Universidad Libre. 3 Ed. Bogotá 
D.C., 2010. 41 p. 
3
 Facatativá es un municipio de una extensión de 15.857 hectáreas, de los cuales 645 hectáreas están en el 
sector urbano y 15142 hectáreas en el sector rural. Esta a una distancia de Bogotá de 36 Km. Tiene una 
población aproximada de 112355, según datos del Dane 2005, de los cuales 104009 viven en suelo urbano y 
8346 viven en suelo rural. El Municipio de Facatativá es categoría 3. Tiene una densidad poblacional de 7.8 
Habxkm2 y cuenta con 18736 predios urbanos y 3999 predios rurales, según base de datos, IGAC 2008.      
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adelanta el proceso. La investigación está orientada a ver los efectos en ese grupo social y 
“su eficacia como norma reguladora” de la seguridad de las construcciones en Facatativá. 
Existe una discrepancia entre lo que pretende la Ley 810 de 2003 y la práctica social.  
Las fuentes de información son los expedientes de los procesos adelantados por el 
Municipio de Facatativá durante los años 2009, 2010 y 1 semestre de 2011, en aplicación 
de la Ley 810 de 2003. Se analiza el contenido de lo manifestado por los infractores en las 
actas de descargos, inspecciones oculares, alegatos de conclusión y recursos de reposición y 
apelación. Dicha información se clasifico en el cuadro de la página 59 del presente trabajo.   
Con esta técnica de recolección de información se busca observar cómo se comporta en la 
práctica social la Ley 810 de 2003, los efectos y sus discrepancias con los principios de la 
realidad social.  
Se examinaron 26 expedientes por infracción a la Ley 810 de 2003. Había 12 procesos en 
que se adelantaba recurso de apelación ante el Alcalde Municipal de Facatativá, en contra 
de las sanciones emitidas por la Secretaria de Urbanismo y Ordenamiento Territorial de 
Facatativá  
Se inspecciono específicamente los expedientes que desarrollo la Secretaria de Urbanismo 
y Ordenamiento Territorial para efectos de la aplicación de la Ley 810 de 2003.  Estos 
procesos son de competencia de la mencionada Secretaria
4
 quien en coordinación con la 
Inspección Quinta del Municipio de Facatativá tramito dichos procesos. Se centro la 
atención en las diligencias de descargos de los infractores, los alegatos de conclusión, en la 
que las personas, objeto de la actuación administrativa, hacían su defensa. Similares 
observaciones realizaban en las diligencias de inspecciones oculares y en los recursos 
interpuestos frente a los actos administrativos que imponían las multas.    
Lo inmediatamente anterior teniendo presente el tema de la eficacia. Entendida en los 
términos del Profesor Norberto Bobbio, según la cual para analizar de manera completa el 
                                                          
4
 El Decreto Municipal No 142 de Agosto 5 de 2008, en su artículo 6 dice: “(…) FUNCIONES: Son 
funciones de la Secretaría de Desarrollo Urbanístico y Ordenamiento Territorial: ÁREA JURIDICA (…) 
Adelantar los procesos en primera instancia de infracciones urbanísticas.   
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fenómeno del Derecho es necesario analizar la eficacia de las normas jurídicas. De nada 
nos sirven desgastar el aparato legislativo Colombiano, produciendo fuentes materiales del 
derecho, cuando sus destinatarios no las utilizan. No tiene gran utilidad expedir la Ley 810 
de 2003, que contiene unas prescripciones, imposición de unas sanciones, si las mismas no 
son aplicadas por los operadores de las mismas.  
El plan de trabajo se desarrollara así: La primera se referirá el tema del derecho policivo y 
su relación con las sanciones urbanísticas. El segundo capítulo se analizara el asunto de las 
licencias urbanísticas y su importancia. El tercer capítulo analizara en forma ampliada el 
tema de las sanciones urbanísticas. Y el último capítulo se ocupa de las conclusiones para 



















1. DERECHO POLICIVO Y SANCIONES URBANISTICAS 
 
 
1.1 ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS 
 
Es pertinente señalar que no existe antecedente similar que dé cuenta de un tipo de 
investigación como la que se adelantó en el presente trabajo. Para sustentar la anterior 
afirmación son pertinentes las siguientes palabras:  
Es preciso señalar que el derecho urbanístico no ha sido tratado con la suficiente extensión y 
profundidad por los expertos. La producción académica en torno a este delicado asusto es 
casi nula. El presente libro de los profesores VICTOR DAVID LEMUS CHOIS y ELENA 
LEMUS CHOIS ha sido concebido para tratar de llenar esta laguna. En este trabajo los 
autores se ocupan de una de las ramas más importantes del derecho urbanístico: el control o 
disciplina. El control urbanístico estudia los diferentes mecanismos con que cuentan las 
autoridades para asegurar el cumplimiento de las normas de planificación urbana. En nuestro 
país hay dos tipos de control: el control previo mediante licencia y el control posterior 
mediante sanciones (que van desde la suspensión de la obra hasta la orden de demolición). El 
mérito de este trabajo reside en primer lugar, en ser la más completa exposición sobre la 
materia en nuestro país
5
.       
 
“En esta obra se estudia por primera vez en nuestro país, en forma sistemática y completa, 
el régimen general de las infracciones urbanísticas (…)”.6     
 
Sin embargo como antecedente lejano se puede citar un trabajo realizado por la Cámara de 
Comercio de Bogotá y el Instituto SER de investigación, que buscaba analizar la 
problemática de las Inspecciones de Policía de Bogotá. En dicha investigación se determino 
                                                          
5
 LEMUS CHOIS, Aida y LEMUS CHOIS, Víctor. Introducción a las Infracciones Urbanísticas. Bogotá. 
Ediciones Uniandes y Editorial Temis, 2009. p. VIII.  
6
 Ibíd., p. Contraportada. 
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que los problemas de las Inspecciones de Policía obedecen a problemas estructurales de la 
de justicia y de la administración en Colombia.  
 
La idea general, con la que iniciaron el trabajo, fue una equivocación al imaginarse que los 
problemas esenciales de las inspecciones de policía son internos y no externos como mostró 
la exploración. Afirmaron que las soluciones administrativas de orden interno 
probablemente tienen poco efecto y una vida muy corta sino se atacan los problemas de 
fondo.  
 
Resaltaron la distancia existente entre los servicios prestados por parte del Estado a través 
de las inspecciones y las necesidades que tiene la población en general. No sirve de nada 
plantear, así sea soluciones de orden fundamental, a las inspecciones, si estas no obedecen a 
las necesidades sociales de la comunidad. En este orden de ideas lo primero que habría que 
hacer es equilibrar la oferta a la demanda.  
 
Afirmaban en la mencionada investigación que la demanda de los servicios que requiere 
cada comunidad es muy disímil y obedece a criterios socioeconómicos del vecindario. En 
las poblaciones pobres no se presentan grandes robos mientras que si existen problemas 
entre vecinos, que de no solucionarse puedan terminar en unos más graves. La comunidad 
genero soluciones propias para resolver ese tipo de conflictos. El efecto de las autoridades 
de las inspecciones sobre esos problemas es muy poco.  
 
Dicen también que para la población la actividad del Estado, a través de las inspecciones de 
policía, debería dirigirse a solucionar a fondo esos problemas. Se debe tratar de utilizar los 
mecanismos que tienen esas comunidades, para resolver sus conflictos, como las Juntas de 
Acción Comunal, quienes podrían ser revestidos de cierta autoridad que hiciera obligatoria 
13 
 
sus decisiones, y a las que las Inspecciones de Policía estarían para respaldar y servir de 
órgano consultivo y de segunda instancia para las decisiones de las personas.   
 
Sobre este asunto hay que tener presente que el estudio se realizó en la década de los 
ochenta, del siglo XX. Para ese momento aún no existían las jurisdicciones nuevas como 
los jueces de paz, de que habla el artículo 2477 de la Constitución Política de Colombia y 
que trata de desarrollar esa idea.  
 
También dice el estudio pluricitado que en los estratos medios y altos si hay un alto 
padecimiento de grandes robos. Ellos raramente acuden a las inspecciones de policía y solo 
lo hacen en ocasiones especiales. Consideran la actividad de las mismas como ineficaz y 
lenta.  
 
Ante estos inconvenientes ¿cuál podría ser la solución por parte del Estado? O una pregunta 
aún más grande ¿Cómo se soluciona el problema delincuencial en Colombia? Se interrogan 
en el citado estudio. 
 
A lo cual responden: Son varias las causas de la delincuencia en Colombia a saber: 1) Tasas 
altas de desempleo y principalmente para la población juvenil. 2) Gran cantidad migratoria 
de personas del campo a la ciudad. 3) Errores en el aparato judicial y policial del país, que a 
su vez son causados por problemas de orden estructural en el país. Y finalmente problemas 
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 El artículo 247 de la Carta Política de Colombia dice “La ley podrá crear jueces de paz encargados de 





para aplicar y a hacer cumplir la ley, por parte de quien lo debe hacer, lo que genera un 
relajamiento moral general y una poca capacidad disuasiva de la ley. 
 
Las dos primeras causas se combaten por intermedio de la capacidad que tenga el Estado, 
en materia económica, para generar recursos que se puedan repartir en todas las regiones 
generando empleo y aumentando el nivel de ingresos de la población más pobre. Estas son 
medidas en las que se consiguen efectos a mediano, largo plazo y exigen una actuación 
armónica por parte de todas las entidades del Estado.             
 
Los dos últimos están estrechamente relacionados, ya que el cuarto es consecuencia del 
tercero y sobre ellos si habría resultados en un tiempo relativamente breve con una acción 
sobre los mismos. Evidentemente actuar sobre los dos últimos factores, sin atacar los dos 
primeros, es un error. Solo mejorando el sistema de aplicación de la ley y la administración 
de justicia, se consigue aumentar la represión sobre los grupos delincuenciales. En cambio 
si el país tiene un avance económico, que beneficia a la población más vulnerable se atacara 
de una manera más eficaz las dos últimas causas que repercutirán de manera positiva en la 
gestión de las Inspecciones de Policía. 
 
También el estudio concluye que aparte de disminuir los niveles de inseguridad, que hay en 
el país, se debe recuperar el poder disuasivo de la ley y así se consigue desestimular a las 
personas que delinquen por comodidad y no por necesidad. Se preguntan ¿cómo lograr 
estos resultados en las Inspecciones de Policía?        
  
Y responden: Uno, lo dicho anteriormente implica a todo el sistema judicial y por lo 
mismo, unos arreglos a las inspecciones de policía, solo mejoran muy poco los problemas 
de las inspecciones de policía. Dos, como se habla de un problema del sistema judicial hay 
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que proponer soluciones a ese nivel. No serviría de nada cambiar de competencia algunos 
problemas que resuelven las inspecciones de policía, por ejemplo, devolver los despachos 
comisorios a los juzgados civiles, ya que esto lo único que lograría sería descongestionar 
una parte del sistema para congestionar otra, y desde el punto de vista del ciudadano a este 
le daría lo mismo.  
 
Dice el estudio que teniendo como sustento estas consideraciones habría que hacer un 
replanteamiento de la justicia penal en Colombia y para ello sugirieron lo siguiente:  
 
El grave problema de la administración de justicia en Colombia lo constituye el altísimo 
número de procesos que se acumulan en el país, sumado a los nuevos que llegan cada día. 
En este orden de ideas la cantidad de magistrados y operadores de justicia que sería 
suficiente para solucionar ese problema sería muy alta y por lo mismo muy costosa para el 
Estado Colombiano.   
 
Una posible solución, a lo anterior, sería darle a los problemas tratados por las inspecciones 
una solución distinta a la dada actualmente. Y para ello se puede pensar en la transacción 
como mecanismo alternativo. Uno de los inconvenientes del tratamiento actual es la 
percepción que se tiene de perdedores y ganadores cuando una inspección trata lo que le 
compete, afirman.  
 
Obsérvese que buena parte de los problemas que tratan las inspecciones de policía ocurren 
entre personas que se conocen previamente, como la invasión al domicilio de vecinos, las 
lesiones personales entre compadres y amigos y el abuso de confianza entre los mismos. 
Muy probablemente ellos nunca buscan que la otra persona termine con una sanción penal. 
La solución es que un tercero capacitado, junto con ellos busque, las causas del problema y 
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así de una correctivo a dicho problema. Igualmente es muy probable que muchas víctimas 
de delitos culposos y contra la propiedad encuentren una mejor solución en algún tipo de 
indemnización que compense sus daños morales y materiales, que en algún otro tipo de 
correctivo, dijeron.  
 
De esta forma la solución es buscar árbitros que se encarguen de solucionar esos problemas 
y complementar esos sitios con otro tipo de profesionales, psicólogos, trabajadores sociales 
e igualmente que ellos conozcan de otros temas si las personas así lo decidan, propusieron.           
 
El objetivo principal de las Inspecciones de Policía debe ser la solución y prevención de 
problemas de los ciudadanos de una manera rápida, eficaz y transaccional. En este orden de 
ideas hay que buscar una participación activa de la ciudadanía que se involucre en 
salvaguardar su propia seguridad y bienestar.  Así la Inspección de Policía debe 
comprometerse de manera sustancial e integral en la vida cotidiana en la comunidad. Ello 
se consigue apoyando diversos grupos de la comunidad; respaldando la actuación de las 
autoridades informales de la comunidad y tratando que los procedimientos sean lo más 
rápidos posible.   Habría que adecuar la autoridad policial a las necesidades ciudadanas en 
la que se ideen mejores formas de organización y bienestar social, también señalaron.  
 
A las anteriores conclusiones se llegó en el estudio contratado por la Cámara de Comercio 
de Bogotá y el Instituto SER, en los años ochenta del siglo pasado. De las soluciones 
propuestas ya se han probado algunas y los resultados no son tan alentadores como los que 
se hubieran esperado.  
 
La Constitución de 1991 genero las jurisdicciones especiales, dentro de las que se encuentra 
los jueces de paz. Dicha norma trato de desarrollar esa idea y sobre la misma ya hay 
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algunas experiencias, en algunas ciudades del país, y sobre la cual habrá que analizar, en un 
estudio distinto, su eficacia.  
 
Igual ocurrió con los Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos que se encuentran 
plasmados en la Ley 640 de 2001. Dicha norma ha tenido una mejor recepción en la 
práctica profesional del país y que ha reducido, en las nuevas generaciones de abogados, la 
actitud de llevar los conflictos a instancias judiciales. Se percibe en los nuevos 
profesionales del derecho una utilización de los Mecanismos Alternativos de Solución de 
Conflictos, como método para resolver las controversias de sus clientes y evitando al 
máximo tener que recurrir a estrados judiciales.         
 
Teniendo presente lo observado en líneas anteriores se realizara el estudio sobre la eficacia 
de las Infracciones Urbanísticas en su aplicación por parte de la Inspección Quinta 
Municipal de Facatativá. El estudio establecerá la percepción de las mismas y qué nivel de 
receptividad tiene en la Comunidad. Lo anterior en un escenario en que las propuestas 
realizadas, en el referido estudio, fueron puestas en práctica, en la que han pasado más de 
treinta años desde que se realizó el estudio, y en la que existen normas diferentes que 
habrán cambiado la manera como operan las Inspecciones de Policía.  
 
Para efectos del presente estudio es pertinente resalar que una de las causas que se señaló 
en la mencionada investigación, aún hoy día, se observa en la presente investigación. Hay 
un problema para aplicar y hacer cumplir la ley, en este caso la Ley 810 de 2003. Lo cual 
tiene como consecuencia que la ley tiene poco capacidad disuasiva. En el caso de las 
sanciones de la Ley 810 de 2003 su efecto disuasivo es mínimo por cuanto sus operadores 
evitan aplicarla. Por tal razón en este trabajo se propone que para aumentar el poder 
disuasivo de la Ley 810 de 2003, se requiere encontrar la causa por la que los operadores de 
la norma evitan aplicarla. Lo que se defiende en la presente escrito es que la sanción de la 
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ley es desproporcionada, para ciertos infractores, convirtiéndose en injusta. En esos 
términos habría que modificar la sanción, haciéndola menos excesiva para efectos de 
aplicarla a los infractores de menos recursos.  
 
1.2 GENESIS  DEL ESTADO Y EL PODER COERCITIVO  
 
 
La siguiente es una de las varias justificaciones que hay sobre la existencia del Estado y el 
origen de poder coercitivo del mismo. Se conoce como teoría contractualista, en la versión 
de Thomas Hobbes. Hay otros contractualitas y versiones diferentes acerca de dicho tema, 
como otras teorías diferentes: teoría clásica, marxista, etc. Se presenta esta ya que es una 
muy buena explicación de dicho asunto, sin dejar de tener algunos problemas.  
Los hombres son por naturaleza iguales y libres en capacidad. Con esto no se quiere decir 
que tengan el mismo nivel de fuerza o rapidez mental, si no que, en términos generales, las 
deficiencias que tenga un hombre en un aspecto pueden ser compensadas por las cualidades 
de otro. El que es débil físicamente puede dominar al fuerte con astucia o uniéndose a otro. 
Además la experiencia da la habilidad al ser humano en lo que hace. Esto hace que los 
hombres se sientan con igual esperanza en conseguir sus fines, a los que están compelidos a 
buscar naturalmente. Estos fines son la conservación y el placer8.  
El hecho que los hombres busquen su conservación y satisfacción genera en ellos 
competencia y desconfianza. Además el género humano busca que los mismos de su 
especie lo valoren a él mismo, como él se valora a sí mismo y cualquier signo, por pequeño 
que sea, de desprecio forja en el hombre dolor, resentimiento9. “Así hallamos en la 
                                                          
8
 COPLESTON, Frederick. En: Historia de la Filosofía. Barcelona, Ariel, 1971. Tomo V. p. 39. 
9
 Ibíd., p. 39 
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naturaleza del hombre tres causas principales de discordia. Primera, la competencia; 
segunda, la desconfianza; tercera, la gloria.10” 
De lo anterior se extrae la conclusión que mientras que los hombres no vivan bajo un poder 
común: “Estado”, ellos vivirán en un constante estado de guerra.  
Porque la GUERRA no consiste solamente en batallar, en el acto de luchar, sino que se da 
durante el lapso de tiempo en que la voluntad de luchar se manifiesta de modo suficiente. Por 
ello la noción del tiempo debe ser tenida en cuenta respecto a la naturaleza de la guerra, como 
respecto a la naturaleza del clima. En efecto, así como la naturaleza del mal tiempo no radica 
en uno o dos chubascos, sino en la propensión a llover durante varios días, así la naturaleza 
de la guerra consiste no ya en la lucha actual, sino en la disposición manifiesta a ella durante 
todo el tiempo en que no hay seguridad de lo contrario. Todo el tiempo restante es de paz.
11 
El estado natural de guerra es el periodo de tiempo durante el cual el ser humano depende 
de su propio ingenio y fuerza para su conservación y seguridad.  
En una situación semejante no existe oportunidad para la industria, ya que su fruto es 
incierto; por consiguiente no hay cultivo de la tierra, ni navegación, ni uso de los artículos 
que puedan ser importados por mar, ni construcciones confortables, ni instrumentos para 
mover y remover las cosas que requieren mucha fuerza, ni conocimiento de la faz de la tierra, 
ni computo del tiempo, ni artes, ni letras, ni sociedad; y lo que es peor de todo, existe 





En este pasaje Hobbes describe el estado de naturaleza en el que faltan los beneficios de la 
civilización
13
. La solución es obvia: solo a través de la ordenación de la sociedad y la 
creación de un cuerpo social se puede alcanzar la paz y la seguridad
14
.  
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 HOBBES, Thomas. Leviatán, Traducido por Manuel Sánchez Sarto. 2 ed. México. Fondo de Cultura 
Económica, 2006. p. 102. 
11
 Ibíd., p. 102. 
12
 Ibid., p. 103.  
13
 COPLESTON. Op. Cit., p. 40.  
14
 El artículo 218 de la Constitución Política de Colombia dice: “La ley organizará el cuerpo de Policía. La 
Policía Nacional es un cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación, cuyo fin 
primordial es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades 
públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz. (…)” (Subrayado fuera de texto). 
El artículo 2, inciso 2, de la Constitución Política de Colombia dice: “Las autoridades de la República están 
instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y 






En el estado natural de guerra no existen nociones de bien y mal, justicia e injusticia. La 
fuerza y el ingenio son las virtudes básicas en la guerra. Igualmente “no existan propiedad 
ni dominio, ni distinción entre tuyo y mío; solo pertenece a cada uno lo que pueda tomar, y 
solo en tanto puede conservarlo.15”  
Con esto se quiere decir que el estado natural de guerra sirve como explicación para 
entender la necesidad de vivir en comunidad o Estado. Los hombres tienen una tendencia 
natural a permanecer en el estado natural de guerra, en el que un individualismo exagerado, 
cuya base son las pasiones humanas,  que prevalecen si no es por factores que empujan a 
los hombres, desde el principio, a crear sociedades y someterse a un poder común. En otras 
palabras, el estado de guerra simboliza la condición que predominaría si no fuera por la 
fundación de sociedades. Hay una buena cantidad de ejemplos, solo basta mirar el 
comportamiento de presidentes, reyes y soberanos. Robustecen sus territorios contra los 
posibles invasores, crean satélites antimisiles, e incluso en tiempo de paz, mandan sus 
espías a las posesiones de sus vecinos. Están, en constante “estado de guerra”. Además, hay 
que ver lo que pasa cuando se dificulta la paz en un Estado y sobreviene la guerra civil16. 
Esto muestra notoriamente, “cuál será el género de vida cuando no exista un poder común 
que temer.17”                        
No cabe duda que el hombre desea salir de ese estado de guerra. Es la naturaleza la que le 
permiten salir de ese estado de guerra, ya que le ha dado al hombre las pasiones y la razón.  
Son las pasiones las que producen ese estado de guerra y también el temor a la muerte, el 
deseo de tener una vida cómoda, son ímpetus que inclinan a los hombres a vivir en paz. La 
naturaleza le da los instrumentos al hombre para conseguir la paz y estos son las leyes de la 
naturaleza18. La ley natural me prohíbe hacer aquellas cosas que van en contra de mi auto 
conservación. Es la racionalidad instrumental la que me invita a seguir las leyes de la 
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 HOBBES. Op. cit., p. 104. 
16
 COPLESTON. Op. cit., 41. 
17
 HOBBES. Op. cit., p. 104. 
18
 COPLESTON. Op. cit., 41. 
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naturaleza porque estas permiten mi auto conservación de manera más eficiente y a su vez 
la conservación de los demás. Una “ley de naturaleza (lex naturalis) es un precepto o norma 
general, establecida por la razón, en virtud de la cual se prohíbe a un hombre hacer lo que 
puede destruir su vida o privarle de los medios de conservarla.19” Aquí ley natural no 
significa más que una norma de egoísta prudencia. Lo que busca todo hombre 
instintivamente es su propia conservación y seguridad.  
Este egoísmo racional me permite llegar a lo que comúnmente conocemos como normas de 
comportamiento moral, en el que la motivación básica para seguir esas normas es el 
beneficio propio, solo que aquí también hay un beneficio para los demás. La búsqueda 
racional de la propia conservación es lo que conduce al hombre a crear Estados y 
sociedades. Y son las leyes de la naturaleza las que permiten las condiciones al hombre de 
crear Estados y sociedades estables. Son las normas que todo ser racional seguiría si 
quisiera tener ventajas y se diera cuenta de las desventajas que le genera vivir solo regido 
por sus pasiones. Leyes naturales en nuestro contexto se pueden entender como las que 
están en los códigos20. 
El hombre no puede conseguir la conservación y seguridad al estar en constante estado de 
guerra. Solo las leyes naturales por sí mismas, tampoco son suficientes para conseguirlo. 
Por ello es necesario un poder suficiente, con contenido, para obligar a cumplirlas con 
capacidad para castigar. Las leyes naturales, aunque dictadas por la razón, no son fáciles de 
respetar por las pasiones. “Los pactos que no descansan en la espada no son más que 
palabras, sin fuerza para proteger al hombre.21” Se ve así que es necesario un poder público 
o gobierno capaz de castigar.     
Esto lleva a la necesidad de que los individuos deberán “conferir todo su poder y fortaleza a 
un hombre o a una asamblea de hombres, todos los cuales, por pluralidad de votos, puedan 
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 HOBBES. Op. cit., p. 106. 
20
 COPLESTON. Op. cit., p. 42. 
21
 HOBBES. Op. cit., p. 137. 
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reducir sus voluntades a una voluntad.”22 En otras palabras, han de nombrar a un hombre o 
grupo de hombres que los represente. Esto contemporáneamente es el Estado23.  
La transferencia de derechos se da por medio de un “pacto de cada hombre con los demás, 
en forma tal como si cada uno dijera a todos: autorizo y transfiero a este hombre o 
asamblea de hombres mi derecho de gobernarme a mí mismo, con la condición de que 
vosotros transferiréis a él vuestro derecho, y autorizareis todos sus actos de la misma 
manera. Hecho esto, la multitud así unida en una persona se denomina ESTADO, en latín 
CIVITAS. Esta es la generación de aquel gran LEVIATÁN, o más bien (hablando con más 
reverencia), de aquel dios mortal, al cual debemos, bajo el dios mortal, al cual debemos, 
bajo el Dios inmortal, nuestra paz y nuestra defensa.24”  
De esta forma vemos que el cuerpo social es como “elegir un hombre o una asamblea de 
hombres que represente su personalidad; y que cada uno considere como propio y se 
reconozca a sí mismo como autor de cualquiera cosa que haga o promueva quien representa 
su persona, en aquellas cosas que representa a la paz y a la seguridad comunes25” Esta 
persona recibe el nombre de soberano, Estado hoy día, y el resto sus súbditos, hoy día 
ciudadanos.  
La causa inmediata de la creación de la sociedad civil, es el contrato que constituyen entre 
sí las personas individuales, quienes después de establecido el cuerpo social se convierten 
en súbditos del soberano. La sociedad civil se construye con el fin de garantizar la paz y la 
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 Ibíd., p. 140.  
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 Este es el origen de las fuerzas armadas del Estado; los hombres le entregan a este su libertad de usar su 
fuerza para conservarse y a cambio el Estado le garantiza su vida. Ver por ejemplo el artículo 223 de la 
Constitución Política de Colombia que dice: “Sólo el Gobierno puede introducir y fabricar armas, municiones 
de guerra y explosivos. Nadie podrá poseerlos ni portarlos sin permiso de la autoridad competente. Este 
permiso no podrá extenderse a los casos de concurrencia a reuniones políticas, a elecciones, o a sesiones de 
corporaciones públicas o asambleas, ya sea para actuar en ellas o para presenciarlas. Los miembros de los 
organismos nacionales de seguridad y otros cuerpos oficiales armados, de carácter permanente, creados o 
autorizados por la ley, podrán portar armas bajo el control del Gobierno, de conformidad con los principios y 
procedimientos que aquella señale”. 
24
 HOBBES. Op. cit., p. 141. 
25
 Ibíd. p. 140. 
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seguridad de los que son parte del contrato social. El monopolio de la autoridad por parte 
del soberano, por parte del Estado, permite evitar la guerra civil26. 
La moral de Hobbes tiene un carácter instrumental – contractual. Tiene como intención 
controlar las pasiones del hombre como el deseo de poder, el egoísmo y la competencia. 
Para con esto lograr la convivencia pacífica, la estabilidad y el bienestar general. Todo el 
interés moral del hombre motivado en la racionalidad instrumental, es decir, en el beneficio 
que presta seguir ciertas leyes morales para salir del negativo estado de naturaleza. No 
obstante, esto no quiere decir, que para Hobbes, la salida del estado natural implique un 
abandono del carácter pasional del hombre; por el contrario, las pasiones siguen 
determinando los fines  de la acción humana, solo se hace necesario una mayor actuación 
de la razón para conseguir esos fines: “Las pasiones que inclinan a los hombres a la paz son 
el temor a la muerte, el deseo de las cosas que son necesarias para una vida confortable, y la 
esperanza de obtenerlas por medio del trabajo. La razón sugiere adecuadas normas de paz, a 
las cuales pueden llegar los hombres por mutuo consenso. Estas normas son las que, por 
otra parte, se llaman leyes de naturaleza.27” 
Las leyes de la naturaleza sirven así de puente entre el estado natural y un eventual orden 
social. Los hombres deben cruzar ese puente en pro de la conservación de su vida. El miedo 
y la violencia obligan de esta manera a un retroceso en el deseo, colocando tope a esa 
búsqueda caótica de poder y placer, para hacer caso a lo que podría llamarse la primera de 
las pasiones humanas: el instinto de conservación28. 
El surgimiento del Estado Civil o el posible sentido de la existencia del Estado es la 
capacidad que pueda tener él para garantizar la seguridad de quienes lo conforman. Ante 
otras posibilidades de garantizar la seguridad y la paz, Hobbes, hace énfasis en la necesidad 
de establecer el Estado29. La sola existencia de las leyes naturales no garantiza la seguridad, 
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 COPLESTON. Op. Cit., 46. 
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 HOBBES. Op. cit., p. 105. 
28
 COPLESTON. Op. cit., 47. 
29
 Nuestra Carta Política de Colombia le atribuyo al Estado otros fines. El artículo 2 dice: “Son fines 
esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de 
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pues las pasiones más impetuosas de los hombres son contrarias a dichas leyes y en el 
estado natural no hay poder capaz de constreñir su observancia. De la misma forma, la 
asociación de pocos hombres no ofrece garantía alguna, pues una pequeña adhesión al 
bando contrario será suficiente para introducir la desigualdad, y como consecuencia, el 
peligro. Tampoco una multitud establece la seguridad, a menos que sea gobernada por un 
criterio único, y de manera permanente; ya que de no ser así, las leyes naturales no 
encuentran el suficiente respaldo en un poder capaz de obligar a los hombres a acatarlas. Se 
ve que en el caso del hombre solo es posible acceder al bien común por medios artificiales, 
como lo son los pactos. Ahora bien, para que los pactos sean eficaces, se necesita un poder 
que mande a su acatamiento, valiéndose de una gran capacidad para causar temor30. 
Ese poder para establecer la paz y la observancia de las leyes naturales, según Hobbes, solo 
puede generarse de la siguiente forma: “ elegir un hombre una asamblea de hombres que 
represente su personalidad; y que cada uno considere como propio y se reconozca a sí 
mismo como autor de cualquier cosa que haga o promueva quien representa su persona, en 
aquellas cosas que conciernan a la paz y a la seguridad comunes; que, además, sometan sus 
voluntades cada uno a la voluntad de aquél, y sus juicios a su juicio.31”  
Se consigue así la unificación de la multitud en una sola persona, generada artificialmente 
mediante un acuerdo entre sus integrantes, quienes conceden a un tercero, ya sea asamblea 
o hombre, el derecho de gobernarlos. Ese convenio confiere la autorización para hacer uso 
del poder y la fuerza de todos a un tercero, creándose así el poder necesario para garantizar 
                                                                                                                                                                                 
los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de 
un orden justo. 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, 
en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los particulares”. 
 
30
 COPLESTON. Op. cit., p. 50. 
31
 HOBBES. Op. cit., p. 141. 
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la vida de los hombres y el cumplimiento de los pactos32. La persona en la que reside tal 
poder es el Estado: “...una persona de cuyos actos una gran multitud, por pactos mutuos, 
realizados entre sí, ha sido instituida por cada uno como autor, al objeto de que pueda 
utilizar la fortaleza y medio de todos, como lo juzgue oportuno, para asegurar la paz y 
defensa común.33”Aquel tercero, a quien los demás ceden el derecho de gobernarse, encarna 
la persona del Estado, y es nombrado soberano.  
En los anteriores términos se justifica la existencia filosófica del Estado. En la que su 
propósito central es garantizar la vida y paz de los hombres que viven en sociedad. A dicha 
función no se reducen los propósitos de los Estados contemporáneos. Estos últimos tienen 
otras funciones. Sin embargo, para efectos del presente trabajo, dicha función, dentro de la 
organización de nuestro Estado Colombiano, se le asigno parcialmente a la Policía 
Nacional. Textualmente el artículo 2 del Código Nacional de Policía dice: “A la policía 
compete la conservación del orden público interno. El orden público que protege la policía 
resulta de la prevención y eliminación de las perturbaciones de la seguridad, de la 
tranquilidad, de la salubridad y la moralidad públicas. (…)” (Subrayado fuera de texto).    
Una de las manifestaciones de la función policial es la que se ejerce cuando los ciudadanos 
construyen sin licencia, desconociendo la misma, colocando en riesgo su vida y la de 
terceros. En suma, las conductas castigadas y a las que refiere la Ley 810 de 2003.  
Pese a lo anterior, dicha función de monopolio de la fuerza y coerción por parte del Estado 
no es ilimitada y necesita unos marcos a través de los cuales se puede controlar. A ello se 
refiere el siguiente aparte del presente trabajo.   
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 HOBBES. Op. cit., p. 141. 
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1.3 SIGNIFICACIÓN DE LIBERTAD34 
 
 
Al referirnos a la libertad se hace en relación a tres aspectos que son suficientes para 
explicarla: en primer lugar, cuales agentes son libres, dos, que pueden hacer éstos, o mejor, 
a que restricciones o límites están sometidos quienes son libres y finalmente aquellos que 
tienen la libertad de poder hacer algo o no y ello lo deben respetar los demás35. En otras 
palabras, el cuadro completo de la libertad tiene la siguiente forma: esta o aquella  persona 
(o personas) está libre, (o no esta libre) de esta o aquella restricción (o conjunto de 
restricciones) para hacer (o no hacer) tal y cual cosa. Cuando nos referimos a las 
restricciones, estas pueden ser de orden constitucional, legal o de presión pública etc. Aquí 
nos referimos a las restricciones constitucionales y legales. Las restricciones pueden ser 
desde deberes y prohibiciones establecidas por el derecho.   
Visto así las personas se encuentran en la libertad de hacer algo cuando están libres de 
ciertas restricciones para hacerlo o no hacerlo y cuando su no hacerlo o hacerlo está 
protegido de la obstrucción de otras personas. Esto último implica que los demás y el 
Estado están obligados a respetar el hacer o no hacer de esta persona. Por ejemplo, la 
libertad de conciencia delimitada por el derecho, significa que los individuos tienen esa 
libertad cuando están en libertad de fomentar sus intereses morales, religiosos o filosóficos, 
sin que haya restricciones legales que les reclame participar o no, en cualquier manera, de 
prácticas religiosas o de otro tipo y cuando los demás tienen un deber jurídico de no 
interferir.  
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 En este aparte se sigue a RAWLS, John. A Theory of Justice [Teoría de la Justicia]. 2 ed. México, Fondo de 
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Otro ejemplo seria la libertad que tiene un propietario o poseedor de un predio de 
construirlo en caso que lo desee. En Colombia esa libertad está regulada, ya que para poder 
construir deben solicitar un permiso a las Alcaldías Municipales.  
La libertad está delimitada por una estructura de deberes y derechos. Además que tiene que 
estar permitido que las personas hagan algo o no lo hagan y el gobierno y las restantes 
personas tienen el deber jurídico de no obstaculizar.     
Es necesario hacer unas puntualizaciones. Hay que tener claro cuando la ley o una 
institución restringen o regula una libertad. Se regula, por ejemplo, cuando se necesita crear 
un procedimiento razonable para hacer una discusión; sin ella la libertad de expresión no 
tendría sentido. Ya que si no se aceptan procedimientos para debatir la libertad de 
expresión pierde su valor. Para ser más específicos, la reglamentación al expendio de 
alimentos al público es una regulación. Y se restringe, por ejemplo, cuando las instituciones 
obligan o prohíben que las personas tengan o sostengan  determinados creencias o 
comportamientos religiosos o morales o políticas. etc. Si somos más específicos se prohíbe, 
en Colombia, tener comportamientos que sean acordes con el Nacional Socialismo. (Nazis). 
Esto es una restricción a la libertad.      
Los representantes ante una constituyente y los legisladores deben tener en cuenta cuando 
restringen y cuando regulan la libertad para balancear entre las distintas libertades y crear el 
sistema de libertades más amplio. Además, las libertades ciudadanas deben ser iguales para 
cada miembro de la sociedad. Hay dos formas de violar la igualdad de libertad que deben 
tener todos los ciudadanos. Una es que algunos individuos tengan una mayor extensión de 
libertad que otros y además que las libertades no sean el esquema más extenso de 
libertades. En el caso de ciertas libertades, que podemos llamar básicas, solo se permite que 
una se restringa a favor de otra fundamental. O cuando se garantiza otro bien como la 
seguridad, ejemplo, algunos de los fines de la policía: seguridad, salubridad, tranquilidad. 
Al hacerse así la extensión de las libertades se amplia. Esto se mide como un todo. Las 
libertades se van así equilibrando unas con otras. 
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De esta forma los principios de libertad e igualdad se reconcilian. Así habría igualdad de 
ciudadanía para todos. Esto lo que busca es que, dentro del esquema de igual ciudadanía 
para todas, las personas se busquen la forma de desarrollar sus fines. 
La anterior exposición de la libertad es muy abstracta. Ahora lo que se hará es aplicar lo 
anterior a las libertades que están en juego al aplicarse las sanciones prescritas en la Ley 






Sin olvidar lo mencionado en los apartes inmediatamente anteriores podemos decir que la 
libre actividad de los individuos, en un Estado, tiene límites y estos deben ser trazados 
necesariamente por el poder público.  
Es aquí, en la limitación de las libertades, que aparece lo que se llama: poder de policía. Es 
el poder o facultad que tienen las autoridades públicas para limitar el libre accionar de los 
gobernados y así garantizar el orden público36. En palabras de otros tratadistas “es la 
facultad de expedir normas de policía.37”    
“(…) La expresión poder de policía es singular; no admite la forma plural, aunque sean 
varios los titulares de este poder, como lo establece la Carta, así: El Congreso, las 
asambleas departamentales, el presidente de la República y los concejos municipales. Por lo 
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 En RODRIGUEZ, Libardo. Derecho Administrativo General y colombiano. 16 ed.  Bogotá, Editorial 
Temis, 2008. p. 548. 
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ILLERA SANTOS María de Jesús y GUARDELA CONTRERAS Luis Magin. LA CONVIVENCIA 
CIUDADANA COMO NORMA POLICIVA. Barranquilla, Universidad del Norte, 2010. 3 p.  
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demás, su significado es unívoco y se refiere a la facultad de expedir leyes y reglamentos 
de policía.38”        
Ya que el poder es ejercido por autoridades públicas, y son varias, podemos distinguir 
entonces varias clases de policía, teniendo como criterio de clasificación que autoridad 
ejerce el poder. De esta manera se encuentra la policía constitucional, legislativa, 
administrativa y una judicial39.  
 
1.4.1 Policía constitucional. Son las limitaciones que pone el poder constituyente a las 
libertades de los ciudadanos. Ello lo hace cuando la Constitución consagra limitaciones a 
las libertades. Ello teniendo en cuenta que uno de los principales fines, en un Estado 
Democrático, es garantizar las libertades a sus asociados, pero aún así para hacer eso 
mismo hay que restringirlas40. 
 
La Constitución hace limitaciones directas a las libertades ciudadanas, en el caso de nuestra 
Constitución, por ejemplo, cuando en su artículo 333 establece que “la actividad económica 
y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común.” Así, aunque los 
ciudadanos colombianos son libres de crear empresa y vender sus productos, esta libertad 
no es absoluta si no que está sujeta al bien común41.   
 
Y se limita indirectamente la libertad por parte del poder constitucional cuando siendo la 
libertad consagrada por la Constitución, le deja al poder legislativo que reglamenta su 
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 BONILLA, Leonel Olivar. El Derecho de Policía y su importancia en la sociedad colombiana. Bogotá, 
1995. 55 p. 
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 RODRÍGUEZ. Op. Cit., 548. 
40
 RODRÍGUEZ. Op. Cit., 548. 
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 De aquí vienen los controles policivos que se hacen a los Establecimientos de Comercio. 
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ejercicio. Es el caso, en Colombia, por ejemplo, del artículo 2642 que garantiza la libertad 
de escoger profesión u oficio, pero “la ley podrá exigir títulos de idoneidad43”.  
 
 
1.4.2 Policía legislativa. REMBERTO TORRES RICO se refiere a la policía legislativa 
así: “se ha significado con esta expresión la facultad constitucional que tiene el Congreso 
de la República para limitar, en términos generales, las libertades públicas por medio de 
leyes de policía.44” 
Son las limitaciones ejercidas por el poder legislativo; esto último no se refiere únicamente 
al Congreso si no también al ejecutivo cuando ejerce poder legislativo. El constituyente es 
muy genérico y realmente es el legislativo quién determina y limita las libertades de los 
ciudadanos45. En el caso colombiano las normas de policía están reglamentadas por el 
Código Nacional de Policía, decretos-leyes 1355 de 1970, 522 de 1971 y Ley 810 de 2003. 
 
 
1.4.3 Policía judicial. Es el poder que ejercen ciertas autoridades colaboradoras de la 
jurisdicción penal para comprobar la comisión de un delito, determinar autores y buscar 
pruebas para que la otra jurisdicción actué. Se diferencia de la policía administrativa en que 
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 La Carta Política de 1991 en el ARTICULO 26 dice: “Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. 
La ley podrá exigir títulos de idoneidad. Las autoridades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio 
de las profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios que no exijan formación académica son de libre ejercicio, 
salvo aquellas que impliquen un riesgo social.  
Las profesiones legalmente reconocidas pueden organizarse en colegios. La estructura interna y el 
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está última es preventiva y busca evitar que la situación se agrave; mientras que la otra es 
restrictiva. En la práctica no son muy fáciles de diferenciar ya que algunas veces son las 
mismas autoridades quienes ejercen una función y otra46. 
 
El profesor REMBERTO TORRES RICO escribe acerca de la policía judicial en los 
siguientes términos “constituye un auxiliar de la justicia, encargada de esclarecer delitos, 
descubrir a los autores o participes y en general para asesorar técnica o estadísticamente al 
funcionario administrador de justicia. (…)47”    
 
 
1.4.4 Policía administrativa.  Es el poder de limitación de la libertad que ejercen las 
autoridades administrativas. Dentro de las funciones del poder ejecutivo está la de 
reglamentar y ejecutar las normas de policía por parte de las autoridades de la rama 
ejecutiva48.  
 
El Doctor REMBERTO TORRES RICO nos dice acerca de ella lo siguiente “tiene como 
fin la preservación de todos los elementos del orden público como son la seguridad, la 
tranquilidad, la salubridad, la confianza pública, la estética, la economía y la moralidad 
pública, con una actividad especialmente preventiva.49” Desde un punto de vista práctico y 




1.4.4.1 Fines de policía administrativa. Se puede definir a la policía administrativa como 
la facultad o el poder que tienen las autoridades administrativas para aplicar limitaciones a 
la actividad de los ciudadanos con el fin de garantizar el orden público. Aquí se debe 
                                                          
46
 RODRÍGUEZ. Op. Cit., 550. 
47
 TORRES RICO. Op. Cit., 80. 
48
 RODRÍGUEZ. Op. cit., p. 550. 
49
 TORRES RICO. Op. cit., p. 80. 
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entender que esa definición se refiere a la actividad y a quienes ejercen esa actividad. En 
otras palabras, el concepto se refiere al conjunto de autoridades que ejerce esa actividad, al 
cuerpo de policía, de donde resultan dos criterios: el material, se refiere a la actividad y el 
otro, orgánico, que se refiere a las personas u órganos50. 
 
Elementos que garantiza la policía administrativa. La Corte Suprema de Justicia en cita 
que trae el profesor LEONEL OLIVAR BONILLA dice “los elementos del orden público 
así entendidos son: (…) La tranquilidad pública, la seguridad pública y la salubridad 
pública.51” (Sentencia 7 de Octubre de  1936, Sala Plena). En ese orden de ideas la policía 
se caracteriza por que busca garantizar el orden público. Este se puede definir como la 
conservación de requisitos mínimos para vivir en sociedad. Siendo más específicos se 
afirma que los requisitos mínimos para vivir en sociedad son la seguridad, la tranquilidad, 
la salubridad y la moralidad. Estos son las funciones que debe garantizar la policía 
administrativa52.  
El profesor LEONEL OLIVAR BONILLA se refiere al orden público en estos términos “en 
un sentido más restringido, se puede decir que es el orden amparado y garantizado por el 
derecho positivo imperante de una nación, y que trasciende de lo privado; el que está 
dirigido a conservar la tranquilidad, seguridad y salubridad públicas.53”   
En consonancia con lo anterior el artículo 2 del Código Nacional de Policía dice “a la 
policía compete la conservación del orden público interno. El orden público que protege la 
policía resulta de la preservación y la eliminación de la perturbaciones de la seguridad, de 
la tranquilidad, de la salubridad y la moralidad públicas”.    
 Seguridad Pública. Hace referencia a la prevención de diversa clase y azotes 
naturales y humanos como inundaciones, incendios y accidentes de tránsito, etc. y 
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 RODRÍGUEZ. Op. cit., p. 551. 
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 BONILLA. Op. cit., p. 50. 
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 RODRÍGUEZ. Op. Cit., 551-552. 
53
 BONILLA. Op. Cit., 49. 
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también busca evitar la comisión de atentados contra la seguridad del estado. Por 
ejemplo, las reglas de ubicación de estaciones de expendio de combustible54.  
En este cometido se puede resumir, parcialmente, el propósito que tiene la Ley 810 de 2003 
y es a lo que refiere el capítulo II de este escrito. Los propietarios y poseedores que deseen 
construir en sus predios deben garantizar que dichas construcciones son seguras para ellos 
mismos y para terceros55. Deben construirlas en sitios aptos para la vivienda, que no se 
inunden, que no se derrumben por inestabilidad del suelo, etc.     
 Tranquilidad Pública. Tiene relación con la prevención de los desordenes en 
general tanto en lugares públicos como en privados, para evitar que el tranquilo 
pasar de la comunidad se altere. De esto por ejemplo, la reglamentación sobre el 
ruido y porte de armas56.  
 Salubridad Pública. Se refiere al control de enfermedades en la medida que estás 
puedan afectar a la comunidad. Se conoce también como Higiene Pública.  De esto 
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 RODRÍGUEZ. Op. Cit., 552. 
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 El Código Nacional de Policía, en el artículo 216, dice: “Los alcaldes o quienes hagan sus veces impondrán 
demolición de obra: 1o) Al dueño de edificación o construcción que amenace ruina, siempre que esté de por 
medio la seguridad y la tranquilidad pública. 2o) Para contener incendio o cualquier calamidad pública o para 
evitar mayores daños en estos casos”. En igual sentido el artículo 8 del Decreto 1469 de 2010 dice: “Artículo 
8°. Estado de ruina. Sin perjuicio de las normas de policía y de las especiales que regulen los inmuebles y 
sectores declarados como bienes de interés cultural, cuando una edificación o parte de ella se encuentre en 
estado ruinoso y atente contra la seguridad de la comunidad, el alcalde o por conducto de sus agentes, de 
oficio o a petición de parte, declarará el estado de ruina de la edificación y ordenará su demolición parcial o 
total. El acto administrativo que declare el estado de ruina hará las veces de licencia de demolición. El estado 
de ruina se declarará cuando la edificación presente un agotamiento generalizado de sus elementos 
estructurales, previo peritaje técnico sobre la vulnerabilidad estructural de la construcción, firmado por un 
ingeniero acreditado de conformidad con los requisitos de Ley 400 de 1997, sus decretos reglamentarios, o las 
normas que los adicionen, modifiquen o sustituyan y el Reglamento Colombiano de Construcción 
Sismorresistente y la norma que lo adicione, modifique o sustituya quien se hará responsable del dictamen. 
Tratándose de la demolición de un bien de interés cultural también deberá contar con la autorización de la 
autoridad que lo haya declarado como tal. (…).” 
 
56
 RODRÍGUEZ. Op. Cit., 552. 
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por ejemplo, la reglamentación sobre establecimientos que expenden alimentos, 
control de enfermedades contagiosas57. 
 Moralidad Pública. Hay la duda si la moralidad debe ser reglamentada por el poder 
de policía ya que se asume que en los países liberales las manifestaciones del 
espíritu y la moral no deben ser reglamentadas por el Estado. Sin embargo, se 
acepta cierta reglamentación cuando las manifestaciones externas del espíritu 
afectan a la comunidad. Hay algunas reglamentaciones de policía que se refieren a 
este elemento. Por ejemplo, la reglamentación de la clasificación de películas58. 
 
1.4.4.2 Clases de Policía Administrativa. El profesor REMBERTO TORRES RICO se 
refiere a una tradicional clasificación de la policía administrativa, por parte de la doctrina, 
así: “También la doctrina ha clasificado la policía administrativa en policía administrativa 
general y policía administrativa especial, significando con la primera aquella actividad de la 
administración dirigida a la conservación del orden público en su elementos tradicionales 
de seguridad, salubridad y tranquilidad, y con la segunda, aquella actividad, también de la 
administración, perfilada a preservar los demás elementos que modernamente constituyen 
el orden público, como son el medio ambiente, la economía, y en general los integradores 
del bienestar común de la sociedad.(…).59”  
 
El doctor Libardo Rodríguez se refiere a este asunto así en la doctrina y en la jurisprudencia 
se diferencian dos tipos de policía administrativa: la general y la especial
60
. Policía 
Administrativa General: son los elementos tradicionales que cobijan el concepto de orden 
público como la salubridad, la seguridad, la moralidad y la tranquilidad. Policías 
administrativas especiales: son aquellas que de alguna manera también buscan garantizar 
los mismos elementos de la policía administrativa general pero que está sometida a un 
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De otra parte es aquella policía que busca garantizar elementos distintos a la policía 
administrativa general y que por lo mismo tiene un régimen jurídico distinto. Es el caso de 
la policía de recursos naturales, la de fines estéticos o la que se ocupa de las infracciones 
urbanísticas de la Ley 810 de 2003, tema principal del presente trabajo.  
 
 
1.4.5 Poder de Policía. La Corte Suprema de Justicia en cita que traen los profesores 
REMBERTO TORRES RICO y LEONEL OLIVAR BONILLSA dice: “el poder de policía 
entendido como competencia asignada y como potestad política discrecional (arts. 1 y 3 del 
Código), es la facultad de hacer la ley policiva, de dictar reglamentos de policía, de expedir 
normas generales, impersonales y preexistentes, reguladoras del comportamiento ciudadano 
que tiene que ver con el orden público y con la libertad.62” (C.S.J., Sentencia del 21 de 
Abril de 1982, proceso No. 893).   
Las normas que regulan el poder de policía en Colombia se encuentran, por una parte, en el 
título II de la Constitución, en el que están los principales derechos civiles, sus garantías y 
su reconocimiento; y, de otra parte,  más específicamente este poder de policía está 
reglamentado en el Código Nacional de Policía. Y también, en el orden regional, como los 
departamentos o municipios, existen normas aplicables a estos territorios de acuerdo a 
ciertas competencias. Igualmente existen normas, de acuerdo, a las diferentes clases de 
policía especializada que hay: Código de Recursos Naturales63, Código Nacional de 
Tránsito Terrestre64, Infracciones Urbanísticas65.  
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 RODRÍGUEZ. Op. Cit., 553. 
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 TORRES RICO. Op. cit., p. 100. BONILLA, Op. cit., p. 65. 
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 Ver Decreto Ley 2811 de 1974. 
64
  Ver Ley 769 de 2002. 
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Los diferentes medios de policía, que son, entre otros, las órdenes, el empleo de la fuerza, 
los reglamentos, los permisos y otros medios represivos.  
En palabras del profesor REMBERTO TORRES RICO “atendiendo a la denominación de 
medios de policía, medio es todo aquello que sirve a un fin, es decir, aquellos instrumentos 
previstos por la ley como lícitos para que la policía cumpla cabalmente su objetivo final: la 
preservación y restauración del orden público interno de la nación.  
Ahora bien, los medios jurídicos están reservados generalmente al legislador o al órgano 
ejecutivo del poder público y los medios materiales, al cuerpo armado de la policía. 
Aquellos, llamados también actos formales, por consiguiente, comprenden: los 
reglamentos, el permiso, las órdenes, el servicio de policía, la vigilancia privada, la captura 
y el allanamiento. Los medios materiales denominados asimismo actos meramente 
ejecutivos (MAYER), se circunscriben a la fuerza pública y la asistencia militar.   
Esta distinción no implica que los primeros sean legales y los otros no. Tanto los unos 
como los otros se encuentran autorizados por la ley y deben utilizarse en su oportunidad y 
proporción con las previsiones legales pertinentes.66”   
En relación a los reglamentos del poder de policía es necesario tener en cuenta dos cosas: 
uno, las autoridades de policía y dos, las medidas de policía67.  
Autoridades de policía administrativa68: Con relación a la policía administrativa general, en 
el orden nacional, corresponde al presidente de la republica ser su titular. Esto en 
concordancia con el art 189, Numeral 4 de la Constitución Política de Colombia, le 
corresponde al presidente “conservar en todo el territorio el orden público y restablecerlo 
donde fuere turbado”.  
En el orden departamental le corresponde a las asambleas la facultad de reglamentar la 
policía local de lo que no haya sido reglamentado por la ley o reglamento nacional. El 
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  Ver Ley 810 de 2003. 
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 TORRES RICO. Op. Cit., 180.  
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artículo 300, numeral 8 de la Constitución y el 8 del Código Nacional de Policía le otorgan 
esa potestad. A los gobernadores se les faculta para coordinar y dirigir, en el departamento, 
a la policía y reglamentarla cuando las disposiciones de la asamblea necesiten alguna 
claridad para su aplicación69; esto en concordancia con los artículos 95 del Código del 
Régimen Departamental y 9 y 39 del Código Nacional de Policía. 
A nivel municipal, se le concede a los concejos municipales la facultad de reglamentación 
de la policía, respetando las normas departamentales y nacionales; esto en arreglo con el art 
93, numeral 3 Código de Régimen Municipal. Igualmente corresponde al Alcalde ser la 
primera autoridad de policía en el municipio; y por lo mismo le atañe mantener el orden 
público; esto en concordancia con el art 315 numeral 2 de la Constitución. También 
algunos miembros de la policía nacional como comandantes de estación y subestación de 
policía tienen competencia para imponer algunas medidas correctivas70.  
1. Medidas de policía administrativa71. La policía ejerce su poder mediante tres 
medidas principalmente: medidas de carácter general, de carácter particular y de 
coerción.  
1. a. Medidas de carácter general: por medio de estas la autoridad competente aplica las 
limitaciones al accionar de los particulares y define las medidas correctivas o sanciones 
cuando se incumplen aquellas. Ejemplo, los Decretos del Código Nacional de Policía.  
1. b. Medidas de carácter particular, son la aplicación de las medidas de carácter general y 
pueden ser prohibiciones, órdenes individualizadas y autorizaciones72. Ejemplo: Cuando se 
prohíbe una manifestación. 
1. c. Medidas de Coerción, consisten en la utilización de fuerza pública para prevenir o 
terminar con el desorden público. Ejemplo, cuando se cierra y clausura un establecimiento 
comercial73.  
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 RODRÍGUEZ. Op. Cit., 555. 
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 RODRÍGUEZ. Op. Cit., 556. 
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una persona cuando infringe normas urbanísticas.  
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1.4.6. Sanciones de Policía74. Se hace relación a las sanciones de policía porque las 
infracciones urbanísticas se pueden clasificar aquí y este es el tema de nuestra tesis.  
La sanción es un poder que tiene el Estado para hacer cumplir las normas, retornar el orden 
público perdido y evitar así que puedan prevalecer comportamientos contrarios a los 
permitidos por las normas. De manera más simple, es el castigo que se impone a las 
personas que no respetan la ley.  
Las sanciones tienen varias características: 1. Son actos represivos que se aplican cuando se 
ha irrespetado el derecho. Generalmente son castigos que se imponen a las personas, las 
cuales no están de acuerdo comúnmente y por tanto el Estado las aplica obligatoriamente, 
aún en contra de la voluntad del sancionado75.  
2. Son privaciones de bienes jurídicamente tutelados. La pena corrientemente implica una 
disminución a la persona ya sea de la libertad, o de su patrimonio. Son conocidas como 
penas privativas de la libertad y penas pecuniarias respectivamente76.  
3. Las penas son impuestas por funcionarios competentes. Aunque, según la historia, la 
aplicación de las penas, en un principio, era por comunidades particulares, hoy día, su uso 
es monopolio del Estado y es por medio de sus representantes, los funcionarios públicos, 
que es empleada; nunca por los particulares. Si la sanción no es penal, la aplican las 
autoridades administrativas y si es penal las autoridades judiciales77.  
4. Es resultado de un comprobado comportamiento78. Como es conocido el efecto jurídico 
de una ley se debe a un supuesto de hecho, que para el caso, es la pena o la sanción. En 
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 En este aparte se sigue a TORRES RICO, Remberto. Tratado de Derecho de Policía. Tomo I. 3 ed. Bogotá, 
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 TORRES RICO. Op. Cit., 379. 
76
 TORRES RICO. Op. Cit., 379. 
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otras palabras, a quien se le aplica una pena o sanción se debe a que su proceder se 
encuentra tipificado en el hecho de la norma79.              
Dentro de las sanciones de policía encontramos desde aquellas órdenes de policía que 
constituyen excepcionalmente sanción, hasta lo que la doctrina o la ley clasifican como 
sanciones de policía. Encontramos de esta forma, sanción administrativa de policía, orden 
policía como sanción, sanción especial de policía y medidas correctivas80.  
Estas sanciones tienen cada una su régimen jurídico propio. Por ejemplo, si se impone una 
multa de policía, como medida correctiva, esta no puede superar la cantidad de mil pesos.81 
Pero si se impone como sanción especial de policía o sanción administrativa de policía si 
puede superar dicha cuantía y se aplica cuantitativamente en salarios mínimos legales 
mensuales82. También la medida correctiva que aplica un comandante de estación, no tiene 
recurso, mientras que la sanción de policía admite siempre recurso83.  
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 El artículo 177 del Código de Procedimiento Civil dice: “Carga de la prueba. Incumbe a las partes probar el 
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de las sanciones previstas en este Capítulo las autoridades competentes observarán los procedimientos 






Distintas sanciones de policía
84
. Existen varios tipos de sanciones de policía las cuales 
tienen un régimen administrativo especial. Esto quiere decir que por el hecho que la 
apliquen distintas autoridades tienen ese carácter y adquieren régimen jurídico distinto. Las 
principales clases de sanción son:  
 
I. Sanción Administrativa de Policía85 
 
Existen sanciones de policía que ni son penas de policía ni medidas correctivas ya que no 
culminan en privación a la libertad, ni terminan en un procedimiento de contravención de 
carácter común. Sus procedimientos se encuentran en normas de carácter especial, como el 
caso de la Ley 9 de 1989 Reforma Urbana, Ley 388 de 1997 y accesoriamente en el Código 
Contencioso Administrativo.  
II. La orden policía como sanción86 
 
La mayoría de los doctrinantes no consideran a las órdenes como sanciones de policía. Y es 
en general cierto, pero hay algunas que son verdaderas sanciones de policía; es el caso de la 
orden desalojo a un invasor, o la orden de demolición de obra en las que hay un sanción a 
quienes trasgreden normas de policía. Se puede afirmar que las órdenes de policía que no 
son sanciones se encuentran en el capítulo III título I del libro I del Código Nacional de 
Policía.       
III. Las medidas correctivas87 
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Estas no son penas propiamente dichas sino como su nombre los indica, es decir, no hay 
privación de la libertad y tienen como intención educar al ciudadano en su conducta diaria 
y en concordancia con sus deberes de policía. Son las de menor impacto social y menor 
amenaza, pues no tienen el efecto penal. Según el Código Nacional de Policía, en su Art. 
186, las principales medidas correctivas son: 
a. La amonestación en privado 
b. La reprensión en audiencia pública 
c. La expulsión de sitio público o abierto al público 
d. La promesa de buena conducta 
e. La promesa de residir en otra zona o barrio 
f. La prohibición de concurrir a determinados sitios públicos o abiertos al 
público 
g. La presentación periódica ante comando de policía 
h. La retención transitoria; 
i. La multa88 
j. El decomiso 
k. El cierre de establecimiento 
l. La suspensión de permiso o licencia 
m. La suspensión de obra89 
n. La demolición de obra90 
o. La construcción de obra91 
p. El trabajo en obras de interés público. 
 
Los artículos 185 y subsiguientes del Código Nacional de Policía tratan sobre los 
procedimientos y competencia para aplicar las medidas correctivas por parte de los 
miembros de la Policía Nacional, los Alcaldes e Inspectores. A pesar que las medidas 
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 Ver artículo 193 y 215 del Código Nacional de Policía.  
89
 Ver artículo 197 y 216 del Código Nacional de Policía. 
90
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correctivas no sean penas propiamente dichas se debe destacar el hecho de que son 
sanciones, en aras de respetar el artículo 29 de la Constitución, y el principio de non bis in 
ídem. Esto quiere decir que aún ellas necesitan de un procedimiento92.    
Es pertinente señalar, con relación a este punto, que la Corte Constitucional ha declarado 
inexequible varios artículos del Código Nacional del Policía que sancionan algunas 
conductas que desarrollan algunas medidas correctivas consagradas en el artículo 186 del 
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43 
 
2. IMPORTANCIA DE LAS LICENCIAS URBANISTICAS 
 
 
El presente capitulo va establecer la importancia que tiene la ley de Licencias Urbanísticas. 
Lo anterior no es más que establecer que protege la Ley 810 de 2003. En lenguaje del 
derecho penal, que bienes jurídicos protege, que en este caso son, garantizar la planeación 
urbanística de un municipio y la seguridad de las personas. La planeación urbanística 
protege otro tipo de intereses: Ambiente Sano, Patrimonio Cultural, Espacio Público.    
La Ley 388 de 1997
94
 establece que quien desee realizar construcciones sobre cualquier 
predio, debe solicitar a las autoridades respectivas permiso previo, ya sea para vivienda, 
industria, comercio o institucional. Dicho permiso incluye a las autoridades administrativas. 
Dicha prescripción está  reglamentada por el Decreto Nacional 1469 de 2010. En esta se 
reglamenta, entre otras cosas, el procedimiento para el otorgamiento de las Licencias 
Urbanísticas a los poseedores y propietarios de predios que deseen realizar construcciones.   
Lo que busca dicha norma es ordenar el territorio. De esta forma conseguir que la 
ciudadanía tenga unas mejores condiciones de vida, mejores servicios públicos y vivienda 
digna. Ello lo hace controlando como se puede construir y en donde. De tal manera que las 
normas mencionadas, junto con las debajo referidas,  le dicen a los ciudadanos como 
pueden construir y en qué lugares.      
Uno de los atributos del Estado es el territorio. Este uno de los elementos del Estado, junto 
con la población, poder público y el reconocimiento de la comunidad internacional. El 
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 El Artículo 99 dice: Se introducen las siguientes modificaciones y adiciones a las normas contenidas en la 
Ley 9 de 1989 y en el Decreto-Ley 2150 de 1995 en materia de licencias urbanísticas:  
1. Para adelantar obras de construcción, ampliación, modificación y demolición de edificaciones, de 
urbanización y parcelación en terrenos urbanos, de expansión urbana y rurales, se requiere licencia expedida 
por los municipios, los distritos especiales, el Distrito Capital, el departamento especial de San Andrés y 




Estado tiene dominio eminente sobre el territorio y una de sus manifestaciones es la 
reglamentación que ejerce sobre el mismo
95
. Para el caso que nos ocupa es la 
reglamentación que hace sobre usos y edificabilidad sobre el suelo de Colombia.  
Para hacer dicha reglamentación se le atribuye a las entidades territoriales, específicamente 
a los Concejos Municipales
96
, a través de la expedición de los Planes de Ordenamiento 
Territorial, POTs. En estas normas se clasifica el suelo en rural, urbano y suburbano
97
. La 
anterior clasificación dice que actividades económicas y no económicas, que usos, se 
pueden desarrollar en cada predio y las condiciones de edificabilidad de cada predio, o 
mejor, como se puede construir, a qué altura.  Con base en lo prescrito en dichas normas, 
entre otras, las entidades territoriales, específicamente las Secretarias de Planeación
98
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 El Artículo 334 de la Constitución Política de Colombia dice: “La dirección general de la economía estará a 
cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el 
uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos 
y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los 
habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de 
un ambiente sano. (…)” (Subrayado fuera de texto). 
 
96
 El Artículo 313 de la Constitución Política de Colombia dice: “Corresponde a los concejos: (…) 
7. Reglamentar los usos del suelo y, dentro de los límites que fije la ley, vigilar y controlar las actividades 
relacionadas con la construcción y enajenación de inmuebles destinados a vivienda”.  
 
97
 El Artículo 30 de la Ley 388 de 1997 dice: “Clases de suelo. Los planes de ordenamiento territorial 
clasificarán el territorio de los municipios y distritos en suelo urbano, rural y de expansión urbana. Al interior 
de estas clases podrán establecerse las categorías de suburbano y de protección, de conformidad con los 
criterios generales establecidos en los artículos siguientes.” 
 
98
 El artículo 3 del Decreto 1469 de 2010. Competencia. El estudio, trámite y expedición de las licencias de 
urbanización, parcelación, subdivisión y construcción de que tratan los numerales 1 a 4 del artículo anterior 
corresponde a los curadores urbanos en aquellos municipios y distritos que cuenten con la figura. En los 
demás municipios y distritos y en el departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina 




otorgan las respectivas Licencias Urbanísticas, ya sea para construir vivienda, fábricas, 
escuelas o cualquier tipo de edificaciones. Una vez otorgada dicha Licencia Urbanística, su 
titular debe construir conforme dicha autorización
99
.  
De lo trascrito se muestra que a los propietarios o poseedores de inmuebles, por el hecho de 
tener solo esa condición, propietarios o poseedores, no se les permite construir, ya sea 
vivienda o fábricas, a su libre albedrio. Lo anterior debido, entre otras cosas, a la función 
social y ecológica de la propiedad
100
. 
La determinación de que usos se permiten en cada predio, a sus propietarios o poseedores, 
es de gran trascendencia para el país. Específicamente, para el caso del presente trabajo, la 
determinación del uso de vivienda
101
. Con ello se establece donde se puede construir 
vivienda y en donde no. Para ello se tiene en cuenta, entre otras cosas, las condiciones del 
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 El artículo 215 del Código Nacional de Policía dice: “ARTICULO 215.- Los alcaldes o quienes hagan sus 
veces impondrán suspensión de obra: 
Al que necesitando de permiso para acometer la ejecución de obra, la inicie sin tal permiso o la haya 




 El artículo  58 de la Carta Política de Colombia dice: “Se garantizan la propiedad privada y los demás 
derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por 
leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés 
social, resultare en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés 
privado deberá ceder al interés público o social. 
La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función 
ecológica.” (El subrayado es mío). 
 
101
 Textualmente en el Capítulo III, Literal C, del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 dice: “Además de 
los beneficios en términos de bienestar y calidad de vida, la vivienda, junto con sus eslabonamientos, es un 
sector de gran importancia económica para el país. Con el objetivo de aprovechar el enorme potencial del 
sector de vivienda como generador de empleo e impulsor de crecimiento económico, el Gobierno ha 
establecido la meta de construir al menos un millón de viviendas nuevas en los próximos cuatro años, entre 
otros a través del desarrollo de macroproyectos de vivienda en las ciudades grandes e intermedias. Dentro de 
esta meta, sobresale la construcción de viviendas para las familias más afectadas por la reciente emergencia 
invernal”. (Subrayado fuera de texto).  
46 
 
suelo, su vulnerabilidad, riesgo, su potencial ambiental
102
. Por ejemplo sobre las zonas de 
ronda de rio, en un área de 30 M2 no se permite construir vivienda, son reserva ambiental. 
Igual ocurre en predios que estén sometidos a riesgo de remoción en masa, o deslizamiento.  
La ciudadanía en la pasada ola invernal observo las consecuencias de no atender dichas 
prescripciones. Las viviendas de poblaciones enteras se derrumbaron, sufrieron daños, 
padecieron lesiones físicas, murieron algunos de los ocupantes de ellas. O en los casos de 
menor impacto perdiendo sus muebles y enseres. Ello le costó al país altos costos 
económicos, personales y sociales.  
  
En el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, Capítulo VI, Literal C, dice: “De acuerdo 
con la Dirección de Gestión del Riesgo y el Departamento Nacional de Estadística 
(DANE), el fuerte invierno del segundo semestre de 2010 ha afectado al 5% de la 
población nacional (470.000 familias) en 755 municipios de 28 departamentos y el Distrito 
Capital.  
 
Asimismo, ha dejado 313 muertos, 290 heridos, 63 desaparecidos y 130.000 personas –de 
los 2.270.000 afectados– en 627 alojamientos temporales. A pesar de no contar con un 
análisis detallado de pérdidas, daños y necesidades, así como encontrarse en proceso el 
registro de afectados, a continuación se relacionan los principales daños asociados a las 
lluvias: 
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 El Artículo  8, numeral 3 de la Ley 388 de 1997 dice: “Acción urbanística. La función pública del 
ordenamiento del territorio local se ejerce mediante la acción urbanística de las entidades distritales y 
municipales, referida a las decisiones administrativas y a las actuaciones urbanísticas que les son 
propias, relacionadas con el ordenamiento del territorio y la intervención en los usos del suelo. Son 
acciones urbanísticas, entre otras: (…). 3. Establecer la zonificación y localización de los centros de 
producción, actividades terciarias y residenciales, y definir los usos específicos, intensidades de uso, 
las cesiones obligatorias, los porcentajes de ocupación, las clases y usos de las edificaciones y demás 





• 5.700 viviendas destruidas y 341.000 averiadas, la mayor cifra reportada en la última 
década. 
• 751 vías, 66 puentes vehiculares y 134 peatonales afectados. Los departamentos más 
impactados en términos de infraestructura vial son Antioquia, Santander, Caldas, 
Risaralda, Norte de Santander, Atlántico, Magdalena, Sucre, Córdoba, Bolívar, Valle del 
Cauca, Cauca, Nariño y Boyacá. 
• 269 acueductos y 16 alcantarillados afectados. 
• 813 centros educativos, 464 en 116 municipios de 19 departamentos del país, 15 centros 
de salud y 38 centros comunitarios afectados.” 
 
Lo anterior ocurrió debido a que las personas construyeron sus viviendas en suelos no aptos 
para ello. Ya sea en suelos que se deslizan, o con rellenos con materiales que perjudican el 
suelo, o en zonas inundables en las orillas de los ríos. También ocurre porque construyeron 
sin las debidas condiciones de seguridad, con materiales no aptos, o de la forma 
equivocada.         
Esta es una de las grandes razones por las que hay un control a la construcción en dos 
aspectos. De una parte como se construye, con que materiales y de la otra parte, donde se 
construye. Se debe construir en zonas aptas para ello, no inundables, que no sufran 
deslizamiento. Se hace también el control por la misma seguridad de los propietarios de las 
viviendas, así como la de terceros.   
Otra de las razones por las que se hace el control a la construcción es para que las personas 
no construyan en terrenos que, aunque siendo aptos para construir, ya sea porque no se 
inundan, o no hay riesgo que se deslicen, el uso que se les da, al construir vivienda, afecta 
otros intereses públicos, de mayor importancia para la sociedad
103
.  
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 El artículo 8, numeral 12 de la Ley 388 de 1997 dice: “Acción urbanística. La función pública del 
ordenamiento del territorio local se ejerce mediante la acción urbanística de las entidades distritales y 
municipales, referida a las decisiones administrativas y a las actuaciones urbanísticas que les son 
propias, relacionadas con el ordenamiento del territorio y la intervención en los usos del suelo. Son 
acciones urbanísticas, entre otras: (…). 12. Identificar y caracterizar los ecosistemas de importancia 
48 
 
Es el caso de las personas que construyen es zonas que son declaradas como reserva 
ambiental. Las entidades territoriales destinan parte de su suelo como reserva ambiental. Lo 
hacen así ya que dichos predios prestan servicios de mayor valor a la sociedad, que los que 
prestarían si se dejan construir para vivienda, u otros usos. Es el caso de los humedales, 
reservas acuíferas, gracias a los cuales se garantiza la existencia del agua, elemento vital 
para el ser humano y sin el cual su existencia no sería posible.  
El otro evento es el caso de los suelos destinados para la producción de alimentos debido a 
su potencial agrícola, en los que no se permite la urbanización de los mismos, ni usos 
industriales. 
En el país ha habido una tradición de personas que modifican la condición de los suelos 
anteriormente mencionados, ya sea tapando humedales, ríos, reservas acuíferas, 
urbanizando terrenos con gran potencial agrícola. Con dichas conductas afectan gravemente 
intereses superiores de la comunidad, como lo son la provisión y conservación del agua, o 
el abastecimiento de alimentos.  
El suelo rural
104
 de las entidades territoriales está destinado en gran parte a la producción 
agrícola. Las personas para resolver su problema de vivienda construyen en dichas zonas, 
desaprovechando el gran potencial agrícola de dichos suelos y generando otros problemas a 
las entidades territoriales, como son provisión de espacio público, de equipamentos, de 
servicios públicos.   
Lo anteriormente mencionado muestra las dificultades de permitir la construcción de 
vivienda a los propietarios o poseedores de predios sin control del Estado. Pero desde la 
perspectiva individual, o mejor de un solo predio. Las dificultades se potencializan si se 
analiza desde una perspectiva de la persona que se dedica a dicha actividad económica, o 
                                                                                                                                                                                 
ambiental del municipio, de común acuerdo con la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, 
para su protección y manejo adecuados.” (Subrayado fuera de texto).  
 
104
 El Artículo 33 de la Ley 388 de 1997 dice: “Suelo rural. Constituyen esta categoría los terrenos no aptos 
para el uso urbano, por razones de oportunidad, o por su destinación a usos agrícolas, ganaderos, forestales, 
de explotación de recursos naturales y actividades análogas”. 
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quien se dedica a la construcción de vivienda, más allá de resolver sus necesidades de 
vivienda familiar.  
Es el caso de las personas que deciden simplemente parcelar predios, o construirlos y 
posteriormente venderlos, como actividad económica. Dichas personas no entienden que la 
satisfacción de las necesidades de vivienda no se reduce a hacer viviendas. Las personas 
que ocuparan dichas viviendas necesitan más que las solas viviendas para que ellas 
cumplan su función natural. Se necesitan vías de acceso a las mismas, equipamentos, lo que 
comúnmente se conoce como parques, para que los niños jueguen, para que las personas de 
la tercera edad se recreen, centros de salud, hospitales, escuelas, espacio público, servicios 
públicos, agua, alcantarillado, etc.   
Quienes generalmente lotean no tienen en cuenta dichas exigencias, generándole a los 
compradores problemas, así como al Estado, una carga mayor, obligándolo a buscar la 
manera de resolver dichas necesidades. Ejemplo de ello son las construcciones en suelo 
rural. En dichos suelos sus propietarios parcelan, en los que se destinan solo vías para el 
acceso a las viviendas. No se destinan terrenos para espacio público, para parques, para 
escuelas. No se garantiza la provisión de servicios públicos. Esto le genera al Estado una 
carga excesiva a su patrimonio. Las Entidades Territoriales tienen que entrar a comprar 
terrenos para efectos de proveer las escuelas, los parques. Además de lo costoso que resulta 
proveer servicios públicos en suelo rural
105
.  
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 Es por ello, principalmente, que el legislador tipifico dicha conducta como delito. El artículo 318 del 
Código Penal Colombiano dice: “Urbanización ilegal. El que adelante, desarrolle, promueva, patrocine, 
induzca, financie, facilite, tolere, colabore o permita la división, parcelación, urbanización de inmuebles, o su 
construcción, sin el lleno de los requisitos de ley incurrirá, por esta sola conducta, en prisión de tres (3) a siete 
(7) años y multa de hasta cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Cuando se trate de personas jurídicas incurrirán en las sanciones previstas en los incisos anteriores sus 
representantes legales y los miembros de la junta directiva cuando hayan participado en la decisión que traiga 
como consecuencia la conducta infractora descrita. 
La pena privativa de la libertad señalada anteriormente se aumentará hasta en la mitad cuando la parcelación, 
urbanización o construcción de viviendas se efectúen en terrenos o zonas de preservación ambiental y 
ecológica, de reserva para la construcción de obras públicas, en zonas de contaminación ambiental, de alto 
riesgo o en zonas rurales.” 
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Una razón más por la que existe el control previo a las construcciones son motivos de orden 
histórico y cultural
106
. La comunidad, a través de las entidades territoriales, o el gobierno 
nacional, consideran ciertos bienes inmuebles de importancia histórica, arquitectónica o 
cultural. Consideraciones que condicionan y restrieguen, más de lo normal, la actividad 
constructiva sobre dichos bienes y obligan a sus dueños a darle un tratamiento especial. 
Consideraciones de orden superior que pueden llegar a prohibir ciertos usos como los de 
vivienda, comerciales o industriales sobre ciertos bienes inmuebles, así como sus 
modificaciones. Dichas circunstancias obligan a sus propietarios, vecinos y en general a la 
comunidad a conservarlos en ciertas condiciones
107
.  
En ese orden de ideas una persona puede ser dueña de un bien inmueble declarado como de 
interés cultural, histórico, lo que la obliga a conservarlo, ya que representa un valor, que 
para la sociedad es necesario conservar y que puede que no le permitan hacer ningún tipo 
de modificación,  ampliación, al mismo, a pesar de ser propietario de él.  
En estas circunstancias, para efectos de este punto, no se puede permitir que los 
propietarios, poseedores de bienes inmuebles, construyan sin control del Estado, porque se 
corre el riesgo que afecten bienes que para la comunidad tienen un valor histórico, 
arquitectónico, o cultural, menoscabando la riqueza material cultural del país.       
                                                                                                                                                                                 
 
106
 El Artículo 5 de la Ley 388 de 1997 dice: “El ordenamiento del territorio municipal y distrital comprende 
un conjunto de acciones político-administrativas y de planificación física concertadas, emprendidas por los 
municipios o distritos y áreas metropolitanas, en ejercicio de la función pública que les compete, dentro de los 
límites fijados por la Constitución y las leyes, en orden a disponer de instrumentos eficientes para orientar el 
desarrollo del territorio bajo su jurisdicción y regular la utilización, transformación y ocupación del espacio, 
de acuerdo con las estrategias de desarrollo socioeconómico y en armonía con el medio ambiente y las 
tradiciones históricas y culturales.” (Subrayado fuera de texto). 
 
107
 El Artículo 4 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 1 de la Ley 1185 de 2008, literal, inciso 2 
dice: “La declaratoria de un bien material como de interés cultural, o la inclusión de una manifestación en la 
Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial es el acto administrativo mediante el cual, previo 
cumplimiento del procedimiento previsto en esta ley, la autoridad nacional o las autoridades territoriales, 
indígenas o de los consejos comunitarios de las comunidades afrodescendientes, según sus competencias, 
determinan que un bien o manifestación del patrimonio cultural de la Nación queda cobijado por el Régimen 
Especial de Protección o de Salvaguardia previsto en la presente ley”. 
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Una razón más por la que se hace control a las construcciones es por salvaguardar el 
espacio público del Estado. La Constitución Política de Colombia le consagro a las 
entidades territoriales dicha función
108
. Hay desplazados que invaden dichas zonas de 
espacio público, construyendo sus viviendas. Específicamente las áreas de vía de carreteras 
nacionales, o las áreas de retiro de los ferrocarriles, o las zonas de ronda de rio, entre otras. 
Esto para el caso de los ciudadanos considerados individualmente.     
En relación a este punto, el espacio público se genera a partir de las licencias de 
urbanización.
109
 De ahí se generan las vías, los espacios para los equipamentos (hospitales, 
escuelas, etc.). Las administraciones municipales, al hacer el control de obra sobre dichas 
licencias, es decir, que los constructores construyan el urbanismo conforme las mismas, se 
está salvaguardando el espacio público. Los constructores tienen la tendencia a entregar 
lotes, sin las dotaciones respectivas, conforme deben entregar el espacio público. En 
muchos casos, a los constructores les invaden dichas zonas, que en las licencias de 
urbanización estaban destinadas para espacio público, obligando a las Entidades 
Territoriales a iniciar procesos de restitución de Espacio Público.  
En suma se observa que hay fuertes razones por las que el Estado controla donde y como se 
construye. Ese objetivo está enmarcado dentro de otro de mayor importancia que es 
defender que haya planeación del territorio, por parte del Estado. Siendo uno de sus 
elementos, el control a la construcción a los ciudadanos.  
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El artículo 82 de la Carta Política de 1991 dice: “Es deber del Estado velar por la protección de la 




 El artículo 4 del Decreto 1469 de 2010 dice: “Licencia de urbanización. Es la autorización previa para 
ejecutar en uno o varios predios localizados en suelo urbano, la creación de espacios públicos y privados, así 
como las vías públicas y la ejecución de obras de infraestructura de servicios públicos domiciliarios que 
permitan la adecuación, dotación y subdivisión de estos terrenos para la futura construcción de edificaciones 
con destino a usos urbanos, de conformidad con el Plan de Ordenamiento Territorial, los instrumentos que lo 
desarrollen y complementen, las leyes y demás reglamentaciones que expida el Gobierno Nacional. (…).” 




Como se observa de lo dicho hasta el momento se entiende el por qué el derecho de 
propiedad, en este caso, el que se ejerce sobre los bienes inmuebles, no lleva inmerso el 
derecho de construir por sí solo. O en otras palabras, porque su ejercicio tiene algunas 
restricciones, en este caso por razones de orden ambiental, de seguridad y económico. Es 
necesario un control a la construcción por parte del Estado. Dejar al libre albedrio de las 
personas dicha actividad genera demasiados inconvenientes, como los referidos.  
Se entiende igualmente porque la jurisprudencia de la Corte Constitucional al analizar el 
artículo 669 del Código Civil Colombiano declaro inexequible
110
 la palabra arbitrariamente 
inmersa en el Código Civil Colombiano. Textualmente el artículo 669 del Código Civil 
Colombiano dice: “ARTÍCULO 669. CONCEPTO DE DOMINIO. El dominio que se 
llama también propiedad es el derecho real en una cosa corporal, para gozar y disponer de 
ella arbitrariamente, no siendo contra ley o contra derecho ajeno. La propiedad separada del 
goce de la cosa se llama mera o nuda propiedad.”  
Igualmente ocurre con el artículo 58 de la Carta Política de Colombia que le atribuye a la 
propiedad una función social y ambiental. En los bienes inmuebles y en este escenario se ve 
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 Ver Sentencia C-595 de 1999. 
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3. SANCIONES URBANISTICAS 
 
 
3.1 EVENTOS SUSTANTIVOS EN LAS SANCIONES URBANISTICAS   
 
 
Para hacer efectiva la planeación urbanística prevista por las entidades territoriales, para 
que los permisos previos para construir, materializados en Licencias Urbanísticas, sean 
efectivos y así evitar los inconvenientes mencionados en el acápite segundo de este escrito, 
se establecieron unas sanciones. Las cuales están reglamentadas en la Ley 810 de 2003 y 
que son conocidas como sanciones urbanísticas.  
Esa norma se aplica a todas aquellas personas que realicen construcciones sin previa 
Licencia Urbanística, o quien teniendo Licencia Urbanística no construya conforme a la 
misma, o quien le dé un uso distinto al suelo.  
Igualmente en esa norma se establece una escala de multas de acuerdo a la gravedad de la 
falta. Además se determinó que la multa incluye tres aspectos. Uno pecuniario, en el que se 
le exige al infractor un pago de una suma de dinero, el otro aspecto es la demolición de lo 
construido sin licencia urbanística, dependiendo de la posibilidad de legalizar lo construido 
o de la licencia aprobada. Y un último elemento es la obligación de construir lo demolido 
en algunos casos. 
Los tres elementos de la multa se entienden, si se observa la razón de la misma. En 
principio la búsqueda de multas altas quiere desalentar le reincidencia de la conducta. Por 




La razón que se ordene la demolición de lo construido, en algunos casos, obedece a la 
imposibilidad de legalizar lo construido
111
. Es una medida necesaria para que la sanción 
urbanística sea efectiva. Así en el escenario que una persona construya en un humedal, en 
zona de ronda de rio, es necesario ordenar la demolición de lo construido ahí, para efectos 
de recuperar la vocación del suelo. Serviría de poco al Estado que ordene a una persona 
pagar una multa de dinero si puede continuar con lo construido. Distintos es el caso de 
personas que construyen en zonas aptas para la vivienda, o mejor, para construir y 
construyen de manera adecuada. Su pecado se reduce a no haber solicitado permiso a la 
Entidad Territorial respectiva. En ese evento se puede legalizar lo construido y no hay 
razón para ordenar la demolición
112
. 
El otro elemento que se incluyó como parte de la sanción es la reconstrucción de lo 
demolido
113
. Este elemento de la sanción se aplica en los casos de personas que demuelen 
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 El artículo 104 de la Ley 388 de 1997, modificado por el artículo 2 de la Ley 810 de 2003 dice: “Las 
infracciones urbanísticas darán lugar a la aplicación de las sanciones a los responsables que a continuación se 
determina, (…) si tales conductas se presentaren: 
1. Multas sucesivas que oscilarán entre quince (15) y treinta (30) salarios mínimos legales diarios vigentes por 
metro cuadrado de área de suelo afectado, (…) además de la orden policiva de demolición de la obra y la 
suspensión de servicios públicos domiciliarios, de conformidad con lo señalado por la Ley 142 de 1994.  
2. Multas sucesivas que oscilarán entre doce (12) y veinticinco (25) salarios diarios vigentes por metro 
cuadrado de intervención u ocupación, (…) además de la demolición de la construcción o cerramiento y la 
suspensión de servicios públicos domiciliarios, de conformidad con lo señalado en la Ley 142 de 1994.” 
(Subrayado fuera de texto). 
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 El artículo 104 de la Ley 388 de 1997, modificado por el artículo 2 de la Ley 810 de 2003 dice: “Las 
infracciones urbanísticas darán lugar a la aplicación de las sanciones a los responsables que a continuación se 
determina, (…) si tales conductas se presentaren: 
3. Multas sucesivas que oscilarán entre diez (10) y veinte (20) salarios mínimos legales diarios vigentes por 
metro cuadrado de intervención sobre el suelo o por metro cuadrado de construcción según sea el caso,(…)  
para quienes parcelen, urbanicen o construyan en terrenos aptos para estas actuaciones, sin licencia, y la 
suspensión de los servicios públicos domiciliarios, de conformidad con lo señalado en la Ley 142 de 1994. 
4. Multas sucesivas que oscilan entre ocho (8) y quince (15) salarios mínimos legales diarios vigentes por 
metro cuadrado de intervención sobre el suelo o por metros cuadrados de construcción según sea el caso, (…) 
para quienes parcelen, urbanicen o construyan en terrenos aptos para estas actuaciones en contravención a lo 
preceptuado en la licencia, o cuando esta haya caducado, y la suspensión de servicios públicos domiciliarios, 
de conformidad con lo señalado en la Ley 142 de 1994. (Subrayado fuera de texto).  
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 El artículo 104 de la Ley 388 de 1997, modificado por el artículo 2 de la Ley 810 de 2003 dice: “Las 
infracciones urbanísticas darán lugar a la aplicación de las sanciones a los responsables que a continuación se 
determina, (…) si tales conductas se presentaren: 
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bienes afectados como de interés patrimonial. Cuando las autoridades respectivas declaran 
un bien de interés patrimonial la idea de dicha declaración es su conservación, en atención a 
que representan valores importantes para dicha comunidad. En ese orden de ideas, cuando 
alguien demuele un bien de interés cultural debe buscar dejar el inmueble en la condición 
de antes de la intervención, es decir, conservarlo. Por tal razón cuando se le sanciona, 
además del pago de la multa, debe reconstruirlo en las condiciones en las que se 
encontraba.     
 
 
3.2. CASO MUNICIPIO DE FACATATIVA 
 
 
El propósito del presente trabajo se detuvo en el análisis del elemento económico de la 
sanción de la Ley 810 de 2003. En principio no parece haber objeción alguna en relación a 
los otros dos elementos de la sanción: la orden de demolición o de reconstrucción en los 
casos de construcción en zonas no aptas para ello o reconstrucción de bienes de interés 
patrimonial.    
Así el operador de la Ley 810 de 2003, al dosificar la multa a imponer, tiene un margen 
dentro del cual se debe mover. De tal forma que la Ley 810 de 2003 establece cual es el 
                                                                                                                                                                                 
3. Multas sucesivas que oscilarán (…), para quienes parcelen, urbanicen o construyan en terrenos aptos para 
estas actuaciones, sin licencia, y la suspensión de los servicios públicos domiciliarios, de conformidad con lo 
señalado en la Ley 142 de 1994. 
También se aplicará esta sanción a quienes demuelan inmuebles declarados de conservación arquitectónica o 
realicen intervenciones sobre los mismos sin la licencia respectiva, o incumplan las obligaciones de adecuada 
conservación, sin perjuicio de la obligación de reconstrucción prevista en la presente ley. En estos casos la 





mínimo y el máximo de la multa que se podría imponer. Dentro de ese margen los Alcaldes 
tienen autonomía para dosificar la sanción.   
Las sanciones que se establecen en la Ley 810 de 2003 son relativamente altas. La sanción 
mínima que se le puede imponer a un infractor es de 8 salarios mínimos legales diarios 
vigentes por metro cuadrado afectado
114
 y la más alta es de 500 salarios mínimos legales 
mensuales
115
. Además de la orden de demolición de lo construido, que implica en muchos 
casos la sanción. 
Dicho margen para la cuantificación de las multas se entiende ya que la norma busca 
castigar preferentemente a los comerciantes que se dedican a actividades de construcción y 
evitar que se mantengan construcciones que perjudican el medio ambiente, o zonas de 
producción alimentaria, o conservar el patrimonio cultural. Desde esta perspectiva en el 
evento que las multas fueran bajas, los infractores no se sentirían cohibidos de realizar 
dichas conductas, las pagarían en atención a su capacidad económica y no se conseguiría 
los objetivos de la norma: garantizar la planeación del suelo.  
La contracara de las multas tan altas es que la aplicación a infractores no comerciantes, que 
construyen para satisfacer sus necesidades de vivienda, resulta siendo injusta. Una gran 
cantidad de infractores de la Ley 810 de 2003 son personas de escasos recursos, 
desplazados, que invaden terrenos y que buscan un lugar donde vivir. Terrenos que por lo 
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 El artículo 104 de la Ley 388 de 1997, modificado por el artículo 2 de la Ley 810 de 2003 dice: “Las 
infracciones urbanísticas darán lugar a la aplicación de las sanciones a los responsables que a continuación se 
determina, (…) si tales conductas se presentaren: 
4. Multas sucesivas que oscilan entre ocho (8) y quince (15) salarios mínimos legales diarios vigentes por 
metro cuadrado de intervención sobre el suelo o por metros cuadrados de construcción según sea el caso. 
(…).” 
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 El artículo 104 de la Ley 388 de 1997, modificado por el artículo 2 de la Ley 810 de 2003 dice: “Las 
infracciones urbanísticas darán lugar a la aplicación de las sanciones a los responsables que a continuación se 
determina, (…) si tales conductas se presentaren: 1. Multas sucesivas que oscilarán entre quince (15) y treinta 
(30) salarios mínimos legales diarios vigentes por metro cuadrado de área de suelo afectado, sin que en 
ningún caso la multa supere los quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales vigentes, para quienes 
parcelen, urbanicen o construyan en terrenos no urbanizables o no parcelables, además de la orden policiva de 
demolición de la obra y la suspensión de servicios públicos domiciliarios, de conformidad con lo señalado por 




general no son aptos para la vivienda o no están destinados para dicho uso. Por ejemplo 
zonas montañosas que padecen de remoción en masa, rondas de rio. Predios en los que no 
se pueden legalizar dichas construcciones y que por lo mismo la escala de multas es la más 
alta que prevé la ley.  
Otras son personas que han accedido a vivienda en obra gris, que desean ampliarlas, 
modificarlas. Recurren a préstamos, tanto para adquirir el lote, como para realizar su 
construcción. Desconocen que para construir necesitan autorizaciones de las entidades 
territoriales. 
Las afirmaciones inmediatamente mencionadas tienen como sustento lo observado en los 
expedientes de las actuaciones administrativas adelantadas por el Municipio de Facatativá 
durante los años 2009, 2010 y 1 semestre de 2011, en aplicación de la Ley 810 de 2003.  
Se revisaron 26 procesos por infracción urbanística
116
. Hay 12 procesos en que se adelanta 
recurso de apelación ante el Alcalde Municipal de Facatativá, en contra de las sanciones 
emitidas por la Secretaria de Urbanismo y Ordenamiento Territorial de Facatativá. Catorce  
(14) procesos se encuentran en firme, frente a los 26 procesos se tomaron los siguientes 
datos:  
El 61% de los procesos se adelantan en contra de personas residentes en el Barrio Juan 
Pablo II.  
El 84% de los procesos se adelantan contra personas que no tienen licencia urbanística.  
El 15% de los procesos se adelantan contra personas que tienen licencia urbanística.  
El argumento más utilizado por los sancionados fue que con la radicación de documentos 
de solicitud de licencia urbanística entendían autorización para construir. Lo utilizaron el 
30% de los sancionados. Los siguientes argumentos utilizados fueron dos: i) Ignorancia de 
la ley y, ii) Construcción no afecta a terceros. Lo utilizaron el 23% de los sancionados. Los 
argumentos siguientes con que los infractores se excusaban eran dos: i) Situación 
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 Ver Tabla Infracciones Urbanísticas supra.   
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económica precaria y, ii) Necesidad de construir inmediatamente. Lo utilizaron el 19% de 
los sancionados.    
La mayoría de las personas, por su misma precaria situación económica, actúan en causa 
propia para efectos de defenderse, sin utilizar los servicios de un abogado. De los 26 
procesos revisados solo dos contrataron los servicios de un abogado, lo que equivale al 
15.2%.  
Solo el 7.6% de los infractores pago la multa. Una sola persona ha pagado la multa.  
El 50% de los infractores interpuso recursos de reposición y apelación. 
Las multas impuestas se colocan en función del área afectada.  La cuantía de la multa más 
baja fue por $202.810 y la más alta fue por 70SMLMV. El área de afectación mínima fue 
en su orden de menor a mayor de 1,42 M2; 4,4 M2; 8,54 M2; 9M2; 18, (…) siendo la más 
alta 67 M2. Solo el 15.3 %, es decir, cuatro infractores, tienen un área de afectación de una 
cifra. En otras palabras el 84.6 % tiene un área de afectación de dos cifras.     
Solo el 7.6% de las personas sujetas a la actuación administrativa fue exonerada. Una sola 
persona ha sido exonerada. 
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 La presente tabla se obtuvo de la revisión de 26 procesos por infracción urbanística que se adelantaron en 





*Argumentos para ser son exonerados
118
:  
1. Con radicación de documentos de solicitud de licencia urbanística entendían autorización 
para construir. 
2. Ignorancia de la ley. 
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 Las siguientes son razones que exponen los infractores en su defensa que se tomaron de las diligencias de 
descargos de los infractores y alegatos de conclusión presentados por ellos mismos. 
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3. Asesoramiento Albañil.  
4. Préstamo para realizar ampliación de vivienda.  
5. Situación económica precaria. 
6. Perdida de materiales comprados sino construían de manera inmediata. 
7. Materiales de construcción económicos. 
8. Necesidad de construir inmediatamente. 
9. Caducidad de la Acción. 
10. Falta de información por parte de la alcaldía municipal. 
11. Construcción no afecta a terceros.  
12. Construcción para salvaguardar derechos fundamentales. 
13. Viviendas de Interés Social exentas de multa. 
14. Vulneración del principio de ser sancionado dos veces por el mismo hecho. 
15. Reparaciones Locativas. 
16. Mal dosificada la sanción.  
17. Problemas de linderos. 
 
 
Se revisó específicamente los expedientes que adelanto la Secretaria de Urbanismo y 
Ordenamiento Territorial para efectos de la aplicación de la Ley 810 de 2003.  Estos 
procesos son de competencia de la mencionada Secretaria
119
 quien en coordinación con la 
Inspección Quinta del Municipio de Facatativá
120
 tramita dichos procesos. La tarea de la 
Inspección de Policía es básicamente la práctica de pruebas.  
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 El Decreto Municipal No 142 de Agosto 5 de 2008, en su artículo 6 dice: “(…) FUNCIONES: Son 
funciones de la Secretaría de Desarrollo Urbanistico y Ordenamiento Territorial: ÁREA JURIDICA (…) 
Adelantar los procesos en primera instancia de infracciones urbanísticas.   
120
 El Decreto Municipal No. 245 de Noviembre 4 de 2008, en su artículo 4 dice: “(…) INSPECCIÓN 
QUINTA DE POLICÍA Tendrá competencia exclusiva y especial para adelantar los trámites comisionados 
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En los expedientes se encontró que la mayoría de actuaciones administrativas, que 
adelantan, son contra personas propietarias de inmuebles de interés social, cuyos 
propietarios accedieron a ellos, con préstamos de bancos, subsidios de las cajas de 
compensación familiar, así como las modificaciones que realizan en sus inmuebles 
provienen de préstamos. Cuando se les impone la multa la situación económica se empeora.  
Como se observa de lo mencionado anteriormente la mayoría de los infractores alegan en 
su defensa desconocimiento de la norma
121
, carencia de intención de infringir la norma, no 
afectación de derechos de terceros
122
, imposibilidad económica del pago de la multa 
impuesta
123
, suponer que la radicación de la solicitud de licencia urbanística los autoriza 
para construir sus respectivas obras
124
.  
Las anteriores razones que exponen los infractores en su defensa se tomaron de las 
diligencias de descargos de los infractores y alegatos de conclusión presentados por ellos 
mismos.  
Solicitan igualmente que se les condone dicha obligación. Algunos están dispuestos a pagar 
siempre y cuando no implique la demolición de lo construido. La mayoría de los infractores 
actúa en causa propia y no nombra abogado para que defienda sus intereses. Con excepción 
de personas que cuentan con recursos económicos, no se nombra abogado. Las multas 
oscilan entre $202.810 y 70 SMLMV de pesos. Las áreas de afectación oscilan entre 18 M2 
y 35 M2. La mayoría de las infracciones son porque las personas construyen sin licencia y 
hay pocos casos en la que lo hacen porque no respetan de manera estricta la licencia 
autorizada, 3 casos que equivales al 11.5% de los infractores. Solo se exonero una persona 
y solo una ha pagado la multa impuesta.   
Lo anterior se observó al leer las diligencias de descargos de los infractores, los alegatos de 
conclusión, en la que manifestaban lo mencionado anteriormente. Similares observaciones 
                                                                                                                                                                                 
por el Alcalde Municipal respecto de las controversias administrativas policivas relativas a asuntos de 
urbanismo en toda la jurisdicción del municipio de Facatativá. (…).” 
121
 El 23% de los infractores.  
122
 El 23% de los infractores. 
123
 19% de los infractores. 
124
 30% de los infractores. 
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realizaban en las diligencias de inspecciones oculares y en los recursos interpuestos frente a 
los actos administrativos que imponían las multas.    
De otra parte el procedimiento para la aplicación de la multa es el establecido para las 
actuaciones administrativas en el Código Contencioso Administrativo.    
La administración municipal hace un control de obras e inicia procesos por Ley 810 de 
2003, a quienes hayan construido sin licencia o en contravención a la misma. En el evento 
que ocurran las anteriores conductas se suspende las obras a quien se encuentre en dichas 
circunstancias.   
Una vez se encuentre en la visita realizada que hay mérito para iniciar el respectivo trámite 
administrativo se emite un auto en el que i) abre formalmente la investigación. ii) Ordena la 
suspensión de las obras, iii) Ordena la notificación al presunto infractor y terceros 
interesados. Y iv) se ordena la práctica de pruebas, que son básicamente: 1) Descargos del 
Infractor y 2) Diligencia de Inspección Ocular al predio.  
La prueba sustantiva del proceso es la inspección ocular. En ella se establece si se cometió 
la infracción y con base en la misma se determina el área afectada, que es la base para 
efectos de establecer la cuantía de la multa. Generalmente las áreas de afectación de los 
predios son altas y por lo mismo la multa.  
En otros términos, las personas cuando modifican sus viviendas afectan áreas importantes 
de sus inmuebles. Por ejemplo construyen un nuevo piso, una nueva alcoba, baños, etc. 
Áreas que no son de menos de 9 metros cuadrados. Es pertinente señalar que la ley 
Colombina permite lotes mínimos de 35 metros cuadrados
125
, en que se supone debe 
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 El artículo 1 del Decreto Nacional 2064 de 2004, modificado por el artículo 1 del Decreto Nacional 2083 
de 2004 dice: “Artículo 1º. Adóptense las siguientes normas mínimas para la urbanización y construcción de 
Viviendas de Interés Social (VIS) Tipo 1 y 2:1. Área mínima de lote para VIS Tipo 1 y 2:  
 
Tipo de vivienda Lote mínimo Frente mínimo  Aislamiento posterior 
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construir una unidad de vivienda que satisfaga las necesidades habitacionales de una 
familia y que debe incluir por los menos dos alcobas, una sala, un comedor, una cocina y un 
baño.  
Lo anterior es el evento menos grave de la norma. Ya que en los casos de personas que 
invaden lotes, como los desplazados, construyen viviendas enteras, afectan una área 
supremamente mayor. Multas que, en estos casos, no son de menos de 6.000.000 de pesos.          
Retomando nuestro análisis de los procesos, se observó la imposición de una gran cantidad 
de multas en un sector del municipio de Facatativá, en el Barrio Juan Pablo II
126
. El origen 
de dicho barrio es reciente. Fue producto de un plan de vivienda que gestiono la 
administración municipal de Facatativá. Proyecto que era de interés social y con él que se 
les dio vivienda al menos 1000 familias. 
Las viviendas se entregaron en obra gris y se realizaron con un sistema constructivo que 
tenía unas particularidades. Una vez las familias recibieron sus casas, empezaron a realizar 
ampliaciones sin las respectivas licencias urbanísticas. Lo anterior generó una serie de 
inconvenientes, dentro de los cuales resaltamos que las personas construyeron sin respetar 
las particularidades del sistema constructivo del Barrio donde residían, que no es el mismo 
que conocen comúnmente los albañiles. Con lo cual colocan en riesgo, principalmente, las 
viviendas contiguas, en otras palabras, no construyeron como debían. Lo anterior 
imposibilita el reconocimiento de dichas construcciones y por lo mismo se debe demoler lo 
construido. Haciendo mucho más onerosa la multa. Aunado al hecho que las ampliaciones 
fueron grandes y por lo mismo las multas cuantiosas. 
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 El 61% de los infractores.  
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Multas cuyo sujeto pasivo son personas de escasos recursos, asalariadas, que obtuvieron 
prestamos, tanto para adquirir sus viviendas, como para realizar sus ampliaciones. 
Circunstancias que agravan de manera dramática las condicionas de vida de ellas. Razones 
por las cuales las entidades territoriales no se esfuerzan por aplicar la Ley 810 de 2003, en 
casos como esos. Subsidiadas por el Estado, tanto por el Gobierno Nacional como las 
Entidades Territoriales.    
Nótese que ello evidencia una contradicción entre lo pretendido con los planes Estatales de 
liderar y gestionar proyectos de vivienda que busquen resolver la necesidad de vivienda de 
los Colombianos y correlativamente se generan procesos que terminan demoliendo 
parcialmente las viviendas, o las multas se hacen tan onerosas que las personas pierden sus 
casas, en atención a que entran en cesación de pagos de los préstamos, en el evento que 
coactivamente se les obligara pagar las multas. 
Ello hace que los alcaldes y los funcionarios que operan dichas normas, no se esfuercen por 


















 El problema mencionado en el acápite tres de este escrito es en parte un problema 
de la norma. Por tal razón para ayudar a resolverlo habría que modificar la norma. 
La dirección de la modificación puede ir en el sentido de permitir a los operadores 
de la Ley 810 de 2003 imponer una sanción menor a ciertos infractores
127
. Como 
está estructurada la norma el mínimo de sanción es de ocho salarios mínimos 
legales diarios vigentes por metro de área afectada, que es cuando se está 
construyendo contraviniendo la licencia urbanística aprobada. La multa termina 
siendo alta debido a que las áreas afectadas por lo general son de al menos 9 metros 
cuadrados, con lo cual la multa oscila en una cuantía de 1.300.000 de pesos. Las 
Entidades Territoriales así quisieran imponer una multa menor no lo podrían hacer, 
debido a que la norma no se lo permite.  
 La posibilidad de que los mínimos de la sanción se amplíen solo operaria para 
efectos de ciertos infractores. No de todos. Las personas naturales o jurídicas que se 
dediquen a la actividad económica de la construcción y venta de inmuebles, o en 
general a las personas jurídicas que incurran en cualquiera de las conductas 
descritas en la Ley 810 de 2003 se mantendrán los mínimos de la norma actual.   
 Las sanciones actuales también se debe conservar cuando lo construido es para usos 
distintos a la vivienda. En otras palabras, si quien incurre en alguno de los 
comportamientos descritos en la Ley 810 de 2003, lo hace para darle unos usos 
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 El artículo 193 del Código Nacional de Policía dice: “La multa consiste en imponer al infractor el pago de 
una suma de dinero no menor de cincuenta pesos ni mayor de mil. (…) La cuantía de la multa se regulará 
teniendo en cuenta la capacidad económica del infractor. Al notificarse la resolución, o cuando el multado 
manifieste que se encuentre en estado de insolvencia, aquella se convertirá en trabajo, en obras de interés 




industriales o comerciales a los inmuebles. Por ejemplo,  Establecimientos de 
Comercio donde funcionan las empresas se debe mantener la multa actual. Ello 
debido a que en el evento que se permita la imposición de multas pequeñas a 
sociedades y en general a quienes se lucran de ello, el efecto disuasivo de la Ley 
810 de 2003 será inexistente.  
 Donde habría que cambiar los mínimos es para efectos de las personas naturales que 
construyan para satisfacer sus necesidades inmediatas de vivienda y que no busquen 
enriquecerse al construir sus viviendas. En estos eventos no debería haber mínimos 
de sanción. Se le debe dar la mayor libertad posible a las Alcaldías Municipales 
para que ellas, en un sano criterio de razonabilidad, dosifiquen la sanción. 
 El efecto disuasivo de multas altas es poco. Ante multas tan altas las personas se 
abstienen de siquiera pensar pagarlas, debido a no tienen los recursos para su pago. 
Tendrían que comprometer su patrimonio de forma tan excesiva que no están 
dispuestos a aceptarlo. Además que el intento de pago les implicaría prácticamente 
una quiebra. Es más eficaz imponer multas menos onerosas y ser más estricto en su 
aplicación, con la posibilidad de la exigencia efectiva de las mismas. Al imponerse 
la multa y cobrarse, las personas habrán aprendido la lección. De hecho la 
experiencia, en el municipio de Facatativá, ha demostrado que frente a multas 
pequeñas su pago es inmediato. No ocurre así con las sanciones altas.  
 Para efectos de lo anterior se podría tener en cuenta el estrato de la vivienda, su 
condición de ser de interés social, o vivienda de interés prioritario. De esa forma las 
autoridades municipales estarían más prestas a aplicar la norma. Aumentando la 
eficacia de la misma.      
 Es necesario aclarar y reiterar que lo que se propone que se modifique se reduce al 
aspecto pecuniario de la multa. No se pretende modificar, para ningún infractor de 
la norma urbanística, el aspecto de la obligación de demolición o construcción de 
los inmuebles, en los casos que corresponda. De esta forma en el evento que una 
persona asalariada, de escasos recursos, construya en áreas no aptas para el uso de 
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vivienda, entiéndase zonas de reserva ambiental, zonas de alto riesgo por remoción 
en masa, deslizamiento, la sanción obligatoriamente implicara la demolición del 
predio. Además de la multa pecuniaria. En estos eventos, lo que si existiría seria un 
multa mucho menor de las actualmente impuestas.  En este trabajo se propone que 
para estos casos la sanción pecuniaria sea mínima o se reduzca a la orden de 
demolición. Permitiendo que las Entidades Territoriales, en su autonomía, escojan si 
reducen la cuantía de la multa o se abstienen de imponer la sanción pecuniaria
128
. 
 Igualmente en el caso que una persona de escasos recursos intervenga, construya, 
amplié, demuela, un inmueble declarado como interés cultural, la sanción que se le 
imponga, además de lo pecuniario, debe incluir la orden de restauración, de 
reconstrucción. Pero de similar forma se le debe permitir a los operadores de la 
norma que escojan si incluyen dentro de la sanción, una multa de orden pecuniario, 
que debe ser mínima, para las personas de escasos recursos.        
 La propuesta presentada en el presente escrito implica, parcialmente, un cambio 
técnico de la manera como está estructurada la norma. Lo mencionado debido a que 
actualmente la norma impone sanción en atención a la falta cometida y no en 
atención a la calidad de quien la comete. De esa forma estructura una seríe de 
multas, de la más leve a la más alta, en consideración a la vulneración de los bienes 
que protege. Las multas más altas son para quienes afectan riquezas ambientales o 
culturales de la nación. Así quienes demuelen bienes inmuebles de interés cultural 
se les impone las sanciones más altas. Igual ocurre para quienes construyen en 
humedales, zonas de reserva ambiental, acuífera etc. Obviamente hay que señalar 
que la escala de sanciones de la norma actual no se pretende cambiar totalmente. El 
trabajo está de acuerdo con que las sanciones a las personas jurídicas, o a las 
naturales que se dediquen a las actividades comerciales de la construcción, su venta, 
se mantengan dicho sistema.    
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 Ver los criterios del Derecho Penal donde se abstiene de imponer la pena en ciertos eventos en que comete 
el delito.   
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 La propuesta en este trabajo se dirige básicamente a que se tenga presente la calidad 
de las personas, cuando la infracción sea cometida por personas de escasos recursos. 
Para identificar dichas personas generalmente se trata de personas que viven en 
inmuebles de interés prioritario, de interés social, inmuebles calificados de estratos 
1 y 2 y que construyen para mejorar sus condiciones de vivienda, buscado tener una 
vivienda. Amplían sus viviendas para mejorar las mismas y tener una vivienda 
digna
129
.     
 La propuesta que se hace en este trabajo está en concordancia con la Constitución 
Política de Colombia. El artículo 13 que habla de la igualdad y permite que a 
personas que están en condiciones de debilidad manifiesta se les dé un trato 
preferencial
130
. Lo que se conoce como discriminación positiva. Es más el artículo 
13 le asigna como objetivo al Estado el de propender que personas que se 
encuentran en condiciones de debilidad manifiesta ayudarlas y fortalecerlas. Al 
imponer sanciones a todos los infractores de igual forma, como en el presente 
asunto, se desconoce dicho principio, ya que trata como iguales a quienes no lo son. 
No es lo mismo el empresario constructor que se dedica a esa actividad económica, 
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 El artículo 51 de la Carta Política de Colombia dice: “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda 
digna. El Estado fijará las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de 
vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución 
de estos programas de vivienda”.  
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 El artículo 13 de la Constitución Política de Colombia dice: “ Todas las personas nacen libres e iguales 
ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, 
lengua, religión, opinión política o filosófica. 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de 
grupos discriminados o marginados. 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se 
encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se 




a la persona que amplía su casa simplemente para mejorar las condiciones de su 
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